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RESUMEN  

 

La presente investigación comprende un análisis jurídico sobre la Ley de 

Reconciliación Nacional, la razón primordial que motivo a realizar esta 

investigación fue el estudiar y establecer el surgimiento y vigencia de la presente 

Ley que conlleva al análisis del ordenamiento jurídico que debe velar por el 

interés general de los ciudadanos, asimismo a quién beneficia y el estudio sobre 

el cumplimiento de su articulado. 

 

La importancia del estudio radica en la relación que la misma posee con 

los antecedentes históricos de Guatemala, iniciando con el recorrido político de 

los representantes del pueblo que dio origen al conflicto armado interno que duró 

36 años, que enfrento al Ejército de Guatemala con civiles organizados en una 

afanosa guerrilla, dejando a su paso muertos y desaparecidos, culminando de 

manera oficial con la firma de los Acuerdos de Paz dando fin a este largo 

conflicto. 

 

Los diversos Acuerdos de Paz, Firme y Duradera, oportunamente 

firmados constituyen importantes instrumentos para poner en marcha las 

transformaciones que el Estado demanda; contemplan un ambicioso plan para 

un cambio profundo, como cualquier documento en definitiva, son una expresión 

de voluntades, pero su cumplimiento efectivo depende de las relaciones de 

fuerza reales que se mueven en el seno de la sociedad. 

 

En ese proceso de transformación del Estado, la reparación de los daños 

de las víctimas del conflicto armado tiene una importancia estratégica decisiva, 

pues eso muestra que hay una voluntad expresa de afrontar las secuelas de la 



          x 
 

guerra generan una nueva base para la sociedad, contra la impunidad y los 

poderes ocultos que se siguen perpetuando. 

 

Se apuntó a establecer en qué medida la Ley de Reconciliación Nacional 

está elaborada de conformidad con lo que se acordó dentro de los acuerdos de 

cese al fuego y de reinserción a la sociedad, la certeza jurídica y si la misma es 

objeto de inconstitucionalidades. 

 

La historia nacional va aplicando sus Leyes y superando la idea de 

reconciliación entre vencedores y vencidos por una visión más integral, más 

crítica, donde la justicia es el elemento clave, donde las estrategias de 

reparación se liguen realmente a lucha contra la pobreza que sigue siendo el 

problema de base de la sociedad. Se podrá decir que se trabaja por una 

verdadera superación del pasado. 

 

En el desarrollo de la presente investigación se utilizó un método jurídico 

descriptivo, que otorga una serie de elementos para descomponer un problema 

jurídico, estableciendo relaciones, diferencias o contradicciones que sirven para 

obtener distintos puntos de vista. Las técnicas utilizadas para el desarrollo de la 

tesis fueron: documental, fichas bibliográficas y realización de encuestas donde 

se obtuvo informando jurídica y doctrinaria; tanto nacional como internacional 

que permitieron la elaboración de los capítulos. 

 

Es por ello que, como una tarea imprescindible para posibilitar un clima 

político-social que permita seguir avanzando en las tareas de reparación post 

bélica sentando bases para que similares explosiones de violencia extrema no 

se repitan, urge consolidar las recomendaciones de los Acuerdos de Paz y del 

Informe de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico. En ese sentido es 

impostergable el combate contra la impunidad, contra la corrupción y la cultura 

autoritaria. 

 



INTRODUCCIÓN 

 
 

Con el fin del esclarecimiento de la verdad es importante establecer los 

presupuestos legales que rigen los delitos cometidos dentro del conflicto armado 

interno del país, debido a que fue un largo pasaje oscuro de nuestra historia y 

realidad, y que en la actualidad aún tiene repercusiones importantes, en la 

aplicación de justicia y paz social como fin del Estado. 

 

La Ley de Reconciliación Nacional contempló determinados tipos 

penales a los cuales podía solicitarse la extinción de la responsabilidad penal 

por parte de todos los sujetos involucrados en el Conflicto Armado Interno 

equiparándolo con una amnistía regulada en la normativa interna, pero de igual 

forma existen cuerpos legales en materia de derechos humanos que indican que 

los delitos de lesa humanidad son imprescriptibles significando que las 

conductas realizadas en esa época y bajo las condiciones preestablecidas 

deberán ser castigadas por el derecho penal. 

 

El presente trabajo tiene a bien analizar cuáles son los alcances de la 

Ley de Reconciliación Nacional, dentro de la normativa protectora de derechos 

humanos aprobado y ratificado por Guatemala, dividiéndolo en cinco capítulos. 

       

En el capítulo uno se conoce algunos antecedentes importantes del 

Conflicto Armado Interno, que denotan los puntos importantes, ideologías e 

intereses que se manejaron en su momento histórico, así como los principales 

acontecimientos.
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             En el capítulo dos analiza lo concerniente a la responsabilidad que 

pudieron tener los sujetos activos del conflicto, pero esencialmente la 

responsabilidad penal como una conducta, típica, antijurídica, culpable y punible. 

 

 El capítulo tres interpreta bajo que presupuestos fue aprobada la Ley de 

Reconciliación Nacional así como las normas jurídicas contempladas dentro del 

propio decreto.  

 

El capítulo cuatro discierne sobre la normativa internacional que protege 

los delitos de lesa humanidad cometidos y si estos delitos pueden ser aplicados 

independientemente de la extinción que fue aprobada como ley ordinaria dentro 

de la legislación Guatemalteca.  

 

Y en el último capítulo se analizan determinados presupuestos fácticos 

surgidos en los conocedores del derecho y que tienen relevancia en el Conflicto 

Armado Interno. 

 

Dentro de algunas de las herramientas de obtención de información que 

se utilizaron, fueron la documental, fichas bibliográficas y realización de 

encuestas, donde se tuvo como resultado doctrina y criterios profesionales sobre 

la reconciliación nacional.  

 

Se considera necesario determinar cuáles son los crímenes de lesa 

humanidad conforme al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y su 

aplicabilidad dentro del Conflicto Armado Interno en Guatemala, para los 

esclarecimientos de la verdad, como punto importante de los Acuerdos de Paz.  
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OBJETIVOS 
 

 

GENERAL 

Determinar las consecuencias, efectos y beneficios de la Ley de 

Reconciliación Nacional dentro de los procesos establecidos en los Acuerdos de 

Paz. 

 

ESPECÍFICOS 

1. Determinar los delitos cometidos por las personas responsables que 

intervinieron en el Conflicto Armado Interno en Guatemala y su grado de 

participación, atendiendo a los fines del proceso penal. 

 

2. Analizar los delitos que de conformidad con la Ley de Reconciliación 

Nacional fueron eximidos de responsabilidad penal, desde el punto de 

vista de delitos políticos. 

 

3. Establecer la aplicación de la Ley de Reconciliación Nacional en casos 

concretos y su consonancia con el tratado internacional denominado 

Estatuto de Roma. 

 

4. Identificar cuáles son las formas legales que el Estado de Guatemala le 

da a los responsables de un delito para que puedan eximirse de una 

responsabilidad penal.  

 

5. Analizar de qué manera enfoca la Ley de Reconciliación Nacional y  el 

Estatuto de Roma, en cuanto a delitos cometidos durante un Conflicto. 
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6. Armado Interno, a fin de concretar cuál es la norma aplicable en última 

instancia. 
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CAPÍTULO 1 
ANÁLISIS DEL CONFLICTO ARMADO INTERNO EN 

GUATEMALA 
 

 

1.1 Conflicto Armado 

 

     El conflicto armado es un movimiento bélico entre contendientes por la 

lucha por alcanzar ideologías político-sociales figurando como principales 

actores militares y grupos subversivos denominados guerrillas, donde la 

peor parte lo soporta la sociedad que se encuentra en medio del conflicto. 

 

Se entiende por conflicto armado como:  

 
 
        “todo enfrentamiento protagonizado por grupos de diferente índole 
tales como fuerzas militares regulares o irregulares, guerrillas, grupos 
armados de oposición, grupos paramilitares, o comunidades étnicas o 
religiosas que, utilizando armas u otras medidas de destrucción, provocan 
más de 100 víctimas en un año”.1  
 
 
      El conflicto armado se origina por causas ideológicas o de poder 

adquisición en disputas de recursos naturales, pero las principales causas 

podrían ser las señaladas a continuación: 

 

      1.1.1  Causas del Conflicto Armado 

 

        “La mayor parte de los conflictos armados se deben a 
varias causas acumuladas. Las más frecuentes son la lucha 

                        
1 El Conflicto Armado. http://www.escolapau.uab.es  (1 de septiembre de 2017) 
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para acceder o para mantener el poder político, por el grado de 
autonomía o de independencia de ciertas regiones, por el control 
del territorio (territorio con un valor histórico o religioso, territorio 
rico en recursos naturales) o por la población (marginación 
regional o colonización de ciertas comunidades por otras). A 
estos factores que pueden desembocar en una guerra hace falta 
añadir otros factores que hacen posible que los conflictos 
lleguen a ser conflictos armados, como la posibilidad de 
comprar armas, el reclutamiento de soldados, o la utilización 
de los recursos naturales para financiar de los gastos del 

conflicto armado”.2  
 

 
     1.1.2  Consecuencias del Conflicto Armado 

 
 
         “Además de las secuelas más directas de la violencia 
armada, como las muertes o las personas heridas y las 
destrucciones de las infraestructuras, hace falta añadir otros 
tipos de consecuencias que pueden marcar las poblaciones 
durante mucho tiempo. Muchos conflictos armados generan 
grandes desplazamientos de población, profundizan el odio 

entre las comunidades enfrentadas, etc”.3  
 
 
1.2  Origen del Conflicto Armado Interno 

 

      La historia de Guatemala se ha caracterizado por un sistema económico 

que ha privilegiado a ciertas regiones y poblaciones en detrimento de otras, 

con una alta concentración de tierra y capital en manos de la oligarquía.  

 

La población indígena, que constituye aproximadamente el 60% de la 

población actual, ha sido discriminada. En 1954, en plena Guerra Fría, el 

gobierno democrático de Jacobo Arbenz fue derrocado por medio de un 

golpe de Estado respaldado por la Agencia Central de Inteligencia –CIA-. 

 

                        
2 Ibíd. 
3 Ibíd. 
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El recorrido político del país a partir de entonces se ha caracterizado 

por: 1) Excesiva violencia estatal, 2) Abuso generalizado de los derechos 

humanos e 3) Impunidad; debilidad de la institucionalidad estatal; 

militarización del Estado y de la sociedad y desigualdades económicas, 

sociales y culturales. Durante décadas, la mayoría de  guatemaltecos 

considera que el Estado de Guatemala se ha visto influido por 

intervenciones militaristas, violencia, corrupción, y no de protección, 

servicios y justicia, tal y como lo establece en sus fines regulados en la 

Constitución Política de la República de Guatemala. 4 

 
 La lucha armada se inició en Guatemala el 13 de noviembre de 1960 

tras un fallido levantamiento de militares nacionalistas en contra del poder 

instaurado por la contrarrevolución de 1954. En 1962 se fundaron las 

Fuerzas Armadas Rebeldes (FAR), que no era más que una coalición de 

movimientos rebeldes que incluía a oficiales disidentes del ejército y a 

estudiantes y activistas políticos de la izquierda.  

 

        Tal y como se ha mencionado en la historia en el cual se indica la 

incidencia de los Estados Unidos Norteamericanos, en todas las políticas, 

esto mismo sucedió en el año de 1966, cuando el ejército guatemalteco, 

asesorado por militares norteamericanos, lanzó su primera campaña 

contrainsurgente contra las FAR, que arrojó unos 8,000 muertos, la mayoría 

de ellos civiles. Sin embargo, la guerrilla sobrevivió a esta primera derrota y 

se formaron nuevas organizaciones. Esta se dio en virtud que se 

consideraba por parte de este país, enemigos a todos los que 

supuestamente tuvieran una creencia o tendencia comunista. 

 

 En los años setenta se hizo pública la existencia del Ejército Guerrillero 

de los Pobres (EGP) y la Organización del pueblo en Armas (ORPA). El 

EGP, fue el grupo más numeroso y tuvo su base de apoyo en 

                        
4 Resumen del informe de la comisión para el esclarecimiento histórico. Guatemala memoria del 

silencio (Guatemala:USAID) 7. 
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Huehuetenango. La presencia de la ORPA se centró en el occidente del 

país, especialmente en San Marcos y alrededor del Lago de Atitlán. Mientras 

tanto, las FAR se habían reestructurado y establecieron su base de apoyo 

en El Petén.  

 

 En su momento de auge, en 1978-1980, el movimiento guerrillero contó 

con aproximadamente de seis a ocho mil combatientes y alrededor de medio 

millón de activos en todo el territorio nacional. En el año 1982 los grupos 

guerrilleros y el comunista Partido Guatemalteco del Trabajo (PGT) se 

unieron para formar un comando único bajo el nombre de Unidad 

Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG). Sin embargo, ya para el 

año 1982 la guerrilla había sido fuertemente golpeada por los militares y no 

fue apta o capaz de proteger a simpatizantes en el altiplano rural, quienes se 

convirtieron en el blanco principal de la Contrainsurgencia militar. 

 

1.2.1  Antecedentes 

 

  Los antecedentes más próximos del enfrentamiento documentan 

la forma en que se acumularon las tensiones políticas e ideológicas 

desde la década de los cuarenta y principios de los años cincuenta, 

incluyendo la aparición renovadora de 1944 y su rápida radicalización.  

 

   El enfrentamiento armado se inició en Guatemala debido a una 

suma de fenómenos internos como la caída del gobierno de Gustavo 

Arbenz Guzmán, el feroz anticomunismo de importantes sectores de 

la población y de la Iglesia Católica, y la alianza defensiva de 

militares, empresarios y otros segmentos de la población temerosos 

del cambio social. Asimismo, intervinieron factores externos como la 

guerra fría y la influencia de la triunfante revolución cubana al alentar 

en todo Latinoamérica el naciente movimiento guerrillero.  
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1.2.2  La revolución del 44 

 

      El malestar contra el régimen de Jorge Ubico se percibía en todas 

las clases nacionales y llego a su mayor auge en 1944, cuando la 

propaganda política de los países aliados, que se mantenían en 

guerra contra el nazismo y fascismo de Europa desde 1939, hizo 

circular más que nunca las ideas de libertad que tanto ansiaban los 

hombres guatemaltecos.  

 

  En junio de 1944 estudiantes universitarios y maestros de la 

capital, desafiaron el poder dictador con una huelga y manifestaciones 

públicas a las que pronto se agregaron elementos de todos los 

sectores sociales. El 25 de junio de ese año el desconcierto del 

gobernante llego a un máximo al  hacer ametrallar a los manifestantes 

que le pedían renuncia del mando, ese día cayó muerta María 

Chinchilla que ejercía como maestra. 5 

 

Estos movimientos tuvieron como resultados el derrocamiento del 

dictador Ubico. El triunvirato militar que le siguió en el mando, entrego 

luego la presidencia al General Federico Ponce Vaides, a quien la 

Asamblea Nacional nombro presidente provisorio. Pero el General 

Ponce Vaides no tenía intenciones de dejar el mando. Esto causo su 

violenta caída. El pueblo de Guatemala ya no estaba dispuesto a 

soportar otra dictadura militar.  

 

  Los ideales del movimiento popular iniciados en junio, habían 

encontrado un eco en la oficialidad joven del ejército nacional y el 20 

de octubre del 44 se sublevaron junto al pueblo y derrocaron al 

General Ponce Vaides.  

                        
5 Arzobispado de Guatemala. Guatemala nunca más (Guatemala: ODHAG Primera edición 1998 

Volumen 3) 6. 
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Los dirigentes del movimiento armado de octubre como lo eran 

Torriello, Arana y Arbenz, formaron una junta de gobierno que  

conservo el mando de la república hasta el 15 de marzo de 1945. 

 

Entre 1944 y 1954 se produjeron reformas intensas, que crearon 

oportunidades de desarrollo social y de participación política. En 1945 

se formuló una nueva Constitución Política de la República, se amplió 

el régimen de partidos y se emitió una nueva ley electoral.  

 

El primero que gobernó bajo esta nueva carta constitutiva fue 

Juan José Arévalo Bermejo. La educación pública recibió un fuerte 

impulso, especialmente en el interior del país, y la Universidad de San 

Carlos de Guatemala obtuvo su autonomía. Se estableció el Instituto 

Guatemalteco de Seguridad Social y se emitió el Código de Trabajo.  

 

1.2.3  La Reforma Agraria 

 

La Reforma Agraria es una ley vigente hasta nuestros días, 

decretada por el Presidente de la República de Guatemala, Jacobo 

Arbenz Guzmán, en 1952 bajo decreto número 900 el cual se 

pretendía regularizar la tenencia de la tierra y el derecho al acceso a 

la misma para todos los guatemaltecos y en específico, a los 

campesinos.6 

 

      El movimiento reformador agrario fue iniciado por Juan José 

Arévalo y continuado por su sucesor, Jacobo Arbenz Guzmán, 

ganador de las elecciones siguientes. El proyecto agrario, 

específicamente se enfocaba en una reforma agraria que buscaría 

aumentar la productividad de las tierras y el nivel de vida de los 

                        
6 La Reforma Agraria. Ley de Reforma Agraria http://www.old.congreso.gob.gt  (1 de septiembre de 

2017) 
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campesinos fracasó. Arbenz proponía la expropiación de las tierras 

improductivas y su aparente cesión en usufructo a campesinos, 

atacando de forma frontal y en base a expropiaciones a la United Fruit 

Company.  

 

        La United Fruit Company fue una compañía trasnacional que se 

dedicaba al cultivo y comercialización de productos de frutas, en 

especial, el banano y que operaba en varios países de América 

Latina. Se caracterizó por ostentar grandes extensiones de tierra a fin 

de que solamente la compañía pudiera tener acceso, sin que nadie 

pudiera tener acceso a ella. También fue una compañía que influía en 

las decisiones de los gobiernos y provocaba inclusive, golpes de 

estado.7 

 

La United Fruit Company buscó la ayuda del Presidente 

Eisenhower, argumentando que Arbenz había legalizado el Partido 

Guatemalteco del Trabajo. En el año 1952 se le presentó como un 

comunista peligroso. En respuesta, la CIA, organizó la Operación 

PBSUCCESS, que consistía en el entrenamiento y financiación de un 

ejército rebelde paramilitar (Movimiento de Liberación). Este 

Movimiento ingresó por la República de Honduras y dio el Golpe de 

Estado de 1954 derrocando a Árbenz, quien huyo exiliado a Cuba, El 

Salvador y finalmente a México donde muere. Consumado el golpe, 

asumió la Jefatura de Estado el Coronel Carlos Castillo Armas. 

 

1.2.4  Asesinato de Castillo Armas 

 

   “En el año de 1958, después el asesinato palaciego de Castillo 
Armas y el triunfo electoral de Ydígoras Fuentes, se abrió una pugna 
por el liderazgo político. Era encabezada por el Coronel José Luis Cruz 

                        
7 United Fruit Company https://www.es.wikipedia.org/wiki/United_Fruit_Company  (1 de septiembre 

de 2017) 
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Salazar,  se unió al partido gobernante, mientras Mario Sandoval 
Alarcón fundó el Movimiento de Liberación Nacional (MLN). Durante el 
Gobierno de Ydígoras Fuentes es posible reconocer dos momentos 
distintos. Inició su gestión con un llamado a la reconciliación nacional e 
intentó desarrollar una política democrática con el lema "Borrón y 
cuenta nueva". 8 
 
  “Ydígoras inició varias acciones, consideradas como gestos 
importantes, hacia la oposición de izquierda, pues permitió la 
organización social y el regreso de numerosos exilados, entre ellos 
varios dirigentes comunistas. En sus dos primeros años de Gobierno la 
represión disminuyó considerablemente. La respuesta del clandestino 
PGT (Partido Guatemalteco de Trabajo) fue el lanzamiento, en febrero 
de 1958, de una plataforma política de "Conciliación Nacional", 
buscando abrirse espacios políticos y la legalización de las actividades 
de sus miembros”.9  
 
  A lo largo de 1959, el Gobierno del General Ydígoras Fuentes fue 
desarrollando una política cada vez más anticomunista, por razones de 
orden interno y externo. Por un lado, para luchar contra el liderazgo 
político anticomunista encabezado por el Movimiento de Liberación 
Nacional y la Democracia Cristiana; y por otro, por los efectos que 
produjo la victoria de la guerrilla cubana en enero de 1959.  
 
  El triunfo de Fidel Castro y la radicalización del proceso 
revolucionario en aquel país tuvieron efectos directos en la política 
guatemalteca, pues Cuba influyó como punto de referencia histórico y 
político para la izquierda ilegal.  
 
  “Paradójicamente, la mayor oposición al régimen de Ydígoras 
Fuentes vino de los partidos de derecha y centro, el Movimientos de 
Liberación Nacional (MLN), el Partido Revolucionado (PR)  y la 
Democracia Cristiana, (DC) que participaron con poco éxito en la 
competencia electoral contra el régimen. Considerando que el 
ydigorismo no era suficiente garantía del nuevo orden político y que el 
país era una víctima fácil del comunismo, estos tres partidos pactaron 
una alianza estratégica en noviembre de 1960, que se definió como la 
mejor expresión del anticomunismo nacional, pues incluía dentro de los 
acuerdos suscritos. La lucha ideológica y material en forma categórica 
y permanente contra el comunismo, hasta erradicarlo definitivamente 
de Guatemala, a través de una política social y económica justa".10  

 

                        
8 Conflicto Armado en Guatemala. http://www.saladeredacción.com. Revista 2011 (12 de Agosto 

2016) 
9 Ibíd. 
10 Ibíd. 
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1.2.5  Origen de la guerra interna 

 

El Conflicto Armado Interno en Guatemala surgió durante el 

gobierno de Miguel Ydigoras Fuentes, quien fue un político, militar y 

Presidente de la República entre 1958 y 1963 y que a causa de 

desconecto de sectores militares y sociales dio origen a lo que se 

conoce como el inicio de la guerra interna.11 

 

El apoyo que dio Miguel Ydígoras Fuentes, a las fuerzas cubanas 

dio lugar a protestas populares, y también al descontento del ejército. 

La lucha armada se inició en Guatemala el 13 de noviembre de 1960 

tras un fallido levantamiento de militares nacionalistas en contra del 

poder instaurado por la contrarrevolución de 1954.  

 

En 1962 se fundaron las Fuerzas Armadas Rebeldes (FAR), una 

coalición de movimientos rebeldes que incluía a oficiales disidentes 

del Ejército y a estudiantes y activistas políticos de la izquierda. 

 

 Las FAR adoptaron la teoría guevarista del foquismo y 

empezaron a construir su base social en las comunidades 

campesinas no indígenas del oriente del país.  

 

Después de 1966, el ejército guatemalteco, asesorado por 

militares norteamericanos, lanzó su primera campaña 

contrainsurgente contra las FAR, que arrojó unos 8,000 muertos, la 

mayoría de ellos civiles. Sin embargo, la guerrilla sobrevivió a esta 

primera derrota y se formaron nuevas organizaciones.  

 

 

 

                        
11 Miguel Ydigoras Fuentes. https://es.wikipedia.org (1 de septiembre de 2017) 

https://es.wikipedia.org/


    14 
 

1.2.6  Asesinatos y violaciones a los Derechos Humanos 

 

Los asesinatos, desapariciones y demás violaciones a los 

derechos del pueblo y principalmente del pueblo indígena, fueron los 

procesos más comunes durante 36 años que duró la guerrilla en 

Guatemala. Se sabe poco, de cómo fue que se llevaron a cabo cada 

una de esas atrocidades, pero aún existen personas que fueron 

víctimas de maltratos que lograron escapar y así dar a luz los 

procedimientos que los gobiernos militares desarrollaban para 

contrarrestar y acabar definitivamente con las FAR. 12 

 

Cabe mencionar que cada uno de los gobiernos militares que 

estuvieron al mando del país, siguió el plan de eliminar a la guerrilla, 

esto por la vulneración a los derechos fundamentales de los seres 

humanos y ciudadanos guatemaltecos, que sufrían de las 

consecuencias letales del Conflicto Armado Interno, y es por ello que 

en la actualidad existen procesos penales en los cuales se trata de 

deducir o no responsabilidad por los actos cometidos. 

 

1.2.7  Gobiernos durante el conflicto 

 

Después del asesinato de Carlos Castillo Armas, asumió el poder 

Miguel Ydígoras Fuentes, con quien se inició la guerrilla interna 

debido al levantamiento del pueblo y el descontento de grupos 

militares que se sublevaron al gobierno de turno.  

 

Ydígoras fue derrocado por el ejército en 1963 y asumió el mando 

de jefe de estado Enrique Peralta Arzudia. El siguiente Gobierno fue 

el de Julio Méndez Montenegro, que se hizo llamar el tercer gobierno 

                        
12 Resumen del informe de la comisión para el esclarecimiento histórico. Guatemala memoria del 

silencio (Guatemala: USAID) 51. 
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de la revolución, quien encontró una difícil situación por el 

levantamiento de la guerrilla y la existencia de grupos armados 

anticomunistas. Durante este gobierno los ferrocarriles pasaron a ser 

parte del estado tomando el nombre de FEGUA (ferrocarriles 

nacionales de Guatemala). Después de las elecciones de 1970 fue 

electo el Coronel Carlos Manuel Arana Osorio (1970-1974). Fue el 

primero de una larga serie de presidentes militares, intensificándose 

los visos fascistas que con motivo de detener la acción insurgente y 

bajo la justificación del anticomunismo, se iniciaron desde 1954 con la 

intervención estadounidense. Posteriormente, Arana Osorio alcanzó 

el grado de General de División. Fue conocido por su crueldad como 

El Chacal. En 1972 un nuevo grupo guerrillero se infiltró en el país 

desde México.  

 

En 1974, el General Kjell Lauguerud García derrotó al General 

Efraín Ríos Montt, el candidato del Partido Demócrata Cristiano, que 

ya a finales de los ochentas alcanzaría el poder y sería uno de los 

más corruptos que ha tenido el país. En 1978, el General Romeo 

Lucas García asumió el poder. En 1970 dos nuevos grupos 

guerrilleros patrocinados por la Unión Soviética y Fidel Castro, el 

Ejército Guerrillero de los Pobres (EGP) y la Organización 

Revolucionaria del Pueblo en Armas (ORPA), intensificaron la 

insurgencia contra los gobiernos militares.  

 

En 1979, Jimmy Carter, prohibió cualquier ayuda militar al ejército 

guatemalteco, a causa de los sistemáticos abusos de este contra la 

población y los Derechos Humanos. Durante los gobiernos de 1978-

1982 (Fernando Romeo Lucas García), 1982- 1983 (Efraín Ríos 

Montt), 1983-1986 (Óscar Humberto Mejía Víctores) provocaron un 

genocidio con más de 250,000 víctimas mortales, de las cuales 

45,000 continúan desaparecidas.  
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  El genocidio maya hizo que un millón quinientos mil ciudadanos 

forzosamente fueran desplazados. La guerra provocó el 

desplazamiento de 450,000 campesinos, que se vieron obligados a 

refugiarse en México, dichos desplazados huyeron tanto de los 

guerrilleros como de los militares, ya que ambos bandos no 

respetaron la neutralidad de varias comunidades, causando además 

667 masacres y que 443 aldeas completas desaparecieran.  

 

Por genocidio se debe de razonar que es cualquier acto 

perpetrado con la intención de destruir total o parcialmente a un grupo 

nacional, étnico, racial o religioso, en tal sentido pueden ser: matanza 

a miembros del grupo, lesión grave a la integridad física o mental de 

los miembros del grupo, sometimiento intencional del grupo a 

condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción 

físico, total o parcial, medidas destinadas a impedir nacimientos en el 

seno del grupo, traslado por la fuerza de niños del grupo a otro 

grupo.13 

 

Se puede apreciar que con estos hechos de violencia es palpable 

que el delito de genocidio se cometió, puesto que la misma se ejecutó 

en el Conflicto Armado Interno por tropas de Ejército de Guatemala 

con el pretexto de calificar a las poblaciones indígenas de guerrilleros, 

puesto que creyeron que tenían componendas con grupos 

subversivos por ello se arremetió con violencia en contra de 

poblaciones indígenas y con el único fin de exterminarlos totalmente, 

acciones delictivas que son penadas tanto por el Código Penal y por 

el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. 

 

                        
13 Comisión nacional para el seguimiento y apoyo al fortalecimiento de la justicia. estatuto de roma 

de la corte penal internacional (Guatemala: editorial arte, color y texto 2013) 220. 
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A partir de la asunción del General Lucas García, Guatemala 

entró en un nuevo ciclo de represión. Durante 1979 y 1980 se 

registraron varias masacres en el interior del país, de escaso eco 

mediático. El 31 de enero de 1980 la situación en Guatemala pasó a 

ser objeto de atención mundial por la Matanza en la embajada 

española de Guatemala y posterior asesinato de 37 personas 

indígenas; el único sobreviviente testigo de lo ocurrido fue asesinado 

al día siguiente.  

 

La embajada, situada en la 6ª calle entre la 7ª y 6ª avenida de la 

zona 9, en la Ciudad de Guatemala, había sido ocupada 

pacíficamente por un grupo de indígenas provenientes de varias 

aldeas del departamento noroccidental del Quiché un área donde la 

represión fue especialmente dura durante los meses anteriores, 

apoyados por estudiantes de la Universidad de San Carlos de 

Guatemala. Su objetivo era llamar la atención de la opinión 

internacional sobre una serie de masacres en sus comunidades 

realizadas por el ejército.  

 

El Embajador español, Máximo Cajal, exigió a las autoridades 

guatemaltecas por vía telefónica que no intervinieran, respetando la 

extraterritorialidad de la misión diplomática. Dicha petición fue 

reforzada por el gobierno español mediante una llamada del ministro 

de Asuntos Exteriores al General Romeo Lucas García.  

 

Las fuerzas de seguridad irrumpieron en el recinto y el saldo fue 

de 37 fallecidos, incluyendo el cónsul español Jaime Ruiz del Árbol, el 

ex vicepresidente de Guatemala Eduardo Cáceres, el ex canciller 

guatemalteco Adolfo Molina y el padre de la Premio Nobel Rigoberta 

Menchú, Vicente Menchú, uno de los líderes de los indígenas 

ocupantes. Se salvaron, con graves quemaduras, el Embajador de 
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España y un indígena que fue secuestrado el día después del hospital 

donde convalecía de sus heridas, torturado y asesinado. Su cuerpo, 

arrojado frente a la Universidad de San Carlos de Guatemala, tenía 

un cartel colgado del cuello con la frase - Cajal, comunista, te ocurrirá 

lo mismo.14 

 

El Gobierno español evacuó al Embajador Máximo Cajal, con la 

asistencia del cuerpo diplomático en Guatemala y rompió relaciones 

diplomáticas con el país. Unos meses después fue asesinado de 55 

disparos Roberto Mertins Murúa, Director del Instituto Guatemalteco 

de Cultura Hispánica actual Centro Cultural de España en Guatemala, 

que había criticado en Televisión española la actuación de las 

autoridades militares en el asalto a la embajada. 15 

 

Durante los siguientes años, sucesivas comisiones de 

investigación llegaron a la conclusión, aceptada por el gobierno 

guatemalteco en 1984, de que las víctimas habían muerto por 

quemaduras producidas por granadas de fósforo blanco, asumiendo 

que la Policía Nacional de Guatemala era la responsable de lo 

acaecido y exonerando completamente a los ocupantes de cualquier 

responsabilidad en el trágico desenlace.  

 

No obstante, hasta el día de hoy, medios afines a la ultraderecha 

militar, es decir, grupos racistas por razones culturales y religiosas,   

siguen defendiendo que los ocupantes se auto inmolaron, y acusan 

en particular al embajador Cajal de connivencia con la guerrilla. El 

problema relacionado con los fraudes en las elecciones en 1982 

surgió de nuevo.  

 

                        
14 Embajada española. http://www.prensalibre.com (15 de septiembre de 2016)  
15 Carlos Sabino. Guatemala, la historia silenciada (Guatemala: FCE Primera edición 2008 Tomo II) 

209.         
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El 9 de marzo de ese año el ejército era el encargado de velar por 

el buen desarrollo de las elecciones. Varios de los "jóvenes oficiales" 

y entre ellos, el ex presidente de la República Otto Pérez Molina, eran 

los encargados de vigilar la transparencia de dichas elecciones 

directamente en las urnas; dándose cuenta del fraude, el 23 de marzo 

de 1982 dieron un golpe de Estado para evitar la toma de posesión 

del recién electo presidente militar Ángel Aníbal Guevara.  

 

El General Ríos Montt se aprovechó de la situación y luego de un 

conveniente cambio de religión, formó una junta militar de tres 

miembros que anuló la constitución de 1965, disolvió el Congreso, 

suspendió los partidos políticos y anuló la ley electoral. Después de 

unos meses, Ríos Montt despidió a sus colegas de junta y asumió de 

facto el título de “Presidente de la República” gobernando en solitario. 

Las fuerzas guerrilleras, Cuba, la Unión Soviética y sus aliados 

izquierdistas denunciaron a Ríos Montt.16 

 

 El Presidente procuró derrotar a los guerrilleros con acciones 

militares y reformas económicas. En mayo de 1982, la Conferencia de 

Obispos Católicos acusó a Ríos Montt de la responsabilidad de 

cultivar la militarización del país y continuar las masacres de civiles 

por medios militares. El ejército de Ríos Montt y las Patrullas de 

Autodefensa Civil (PAC), recobraron esencialmente todo el territorio 

guerrillero; la actividad guerrillera disminuyó y fue en gran parte 

limitada a operaciones de golpear y huir. Ríos Montt ganó esta victoria 

parcial a un enorme costo de muertes civiles.  

 

La breve presidencia de Ríos Montt fue probablemente el período 

más violento del conflicto de 36 años, que resultó en 

aproximadamente 60,000 muertes de civiles, en su mayoría indígenas 

                        
16 Ríos Montt al poder. http//:www.prensalibre.com (5 de junio de 2016) 

http://www.prensalibre.com/
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desarmados. Aunque los guerrilleros izquierdistas y las brigadas de 

muerte derechistas también se dedicaron a realizar masacres, 

desapariciones forzadas, y torturas de no combatientes, la mayoría de 

las violaciones de derechos humanos fueron realizadas por los 

militares guatemaltecos y las PAC que ellos controlaban.17  

 

Se estima que más del 80% de estos horrores los causó el 

ejército. El 8 de agosto de 1983, Ríos Montt fue depuesto por su 

propio Ministro de Defensa, General Óscar Mejía Víctores, quién lo 

sucedió como presidente (Jefe de Gobierno) defecto de Guatemala 

(Ríos Montt sobreviviría para fundar un partido político, FRG).  

 

El General Mejía permitió un regreso controlado de la democracia 

en Guatemala, comenzando con una elección el 1 de julio de 1984 

para una Asamblea Constituyente para redactar una Constitución 

Democrática. El 30 de mayo de 1985, después de 9 meses del 

debate, la Asamblea Constituyente terminó de redactar una nueva 

Constitución, que entró en vigor inmediatamente. El Licenciado Marco 

Vinicio Cerezo Arévalo, un político civil con amplio récord, fue 

candidato a presidente por la Democracia Cristiana (DC), ganó la 

primera elección sostenida bajo la nueva constitución con casi el 70% 

del voto, y tomó posesión del cargo el 14 de enero de 1986. 

 

1.2.8  Operaciones de tierra arrasada 

 

Fue un plan contrainsurgente que se basaba en llegar a pueblos 

en donde se sospechaba que la población apoyaba a las FAR, y 

destruirlo completamente, arrasándolo, asesinando niños, mujeres y 

                        
17 Ibid. 
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ancianos, acabando con las cosechas, matando a los animales y 

quemando las viviendas. 18 

 

Y que en nuestra región de las verapaces, fue mucho más 

notable, en virtud que cuentan algunos nuestros antecesores que 

existían las personas que les denominaban orejas, quienes eran los 

que llevaban la información a los grupos organizados, para poder 

actuar y realizar las operaciones, claramente estratificadas. 

 

1.3  Principales sucesos en los años 60 

 

En el año 1960 se experimentaban sentimientos contradictorios. Las 

diferentes corrientes militares se venían organizando desde tiempo atrás. 

Las numerosas, que se hacían llamar la Compañía del Niños de Jesús 

nucleaba a los oficiales del Ejército que estaban interesados en discutir la 

situación política y económica del país. Otro grupo de oficiales del Cuartel 

General estaban dirigidos por el Coronel Carlos Paz Tejada quien se 

encontraba de baja y era ubicado políticamente más a la izquierda.  

 

Tres meses después de la sofocada rebelión militar las fuerzas  

Ydigoristas presentaron al Congreso un proyecto de Ley de Defensa de las 

Instituciones Democráticas que pretendía establecer un registro no solo de 

todas las personas vinculadas al clandestino PGYM sino de la que 

colaboraban con entidades que podían estar vinculadas directa o  

indirectamente al comunismo, el tres de diciembre de 1961 se convocó a 

elecciones de diputados para renovar la mitad del Congreso, pero como 

sucedió en los comicios del 20 de octubre de 1957, nunca estuvo claro el 

resultado electoral.  

 

                        
18 Resumen del informe de la comisión para el esclarecimiento histórico. Guatemala memoria del 

silencio (Guatemala:USAID) 18 



    22 
 

El 9 de marzo de 1958 los estudiantes realizaron el primer paro de 

tráfico citadino y diversos sectores se les adhirieron, por considerar que las 

razones eran las correctas. La asociación de estudiantes universitarios 

organizó las protestas callejeras y preparó otro paro de tráfico para el 13 de 

marzo de ese mismo año, día en que se convirtió una jornada generalizada 

de enfrentamiento con policía. La lucha callejera amainó, pero las acciones 

de sabotaje de los estudiantes continuaron.  

 
 

“Un punto de quiebre ocurrió el 12 de abril cuando, desde un 
vehículo militar, dispararon contra un grupo de estudiantes de 
Derecho que estaba en las puertas de la facultad y resultaron muertos 
Armando Funes, Jorge Gálvez, y Noé López Toledo”.19 

 
 

Durante la crisis política de marzo y abril de 1958 los partidos de 

oposición se mantuvieron alejados.  Las consecuencias de la problemática 

fueron de 100 muertos, cerca de 1,000 heridos y aproximadamente 3,000 

detenidos. En esos meses surgió la primera organización paramilitar, o 

escuadrón de la muerte, el Frente Secreto Anticomunista.  Los Trecistas: 

Encabezados por el teniente Coronel Sosa Augusto Loarca, el Teniente 

Marco Antonio Yon, los subtenientes Luis Augusto Turcios Lima y Luis 

Trejos Esquivel, pasaron a la acción en plena efervescencia política.  El 

foco de concuá: El 14 de marzo de 1958 el gobierno divulgó un boletín de 

prensa en el que informaba que un día antes un grupo de facciosos habían 

chocado una patrulla militar en un punto entre Concuá y Granados, en Baja 

Verapaz.20 

 

A finales de marzo de 1958 otro grupo guerrillero, proveniente de 

México, cruzo la frontera por Huehuetenango y fue capturado en los 

alrededores de San Mateo Ixtatán. Uno de los guerrilleros habría dejado 

                        
19 Arzobispado de Guatemala. Guatemala Nunca Mas (Guatemala, Guatemala: ODHAG Primera 

edición 1998 volumen 3) 30. 
20 Ibíd. 
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olvidada una granada  de mano en casa de una familia campesina y el 

artefacto explotó matando a los miembros del grupo.   

 

En enero de 1962 el Partido Guatemalteco del Trabajo (PGT) había 

enviado a tres militantes suyos a Cuba a recibir entrenamiento militar. En 

enero de 1963 el ministro de la Defensa, Coronel Enrique Peralta Azurdia, 

vetó a Arévalo como candidato presidencial, sin embargo, el 28 de marzo 

Arévalo se presentó sorpresivamente frente la prensa Guatemalteca.  

 

Las elecciones del 6 de marzo de 1966 fueron ganadas por el 

candidato, del Partido Revolucionario (PR), el Abogado Julio Cesar Méndez 

Montenegro con el 49.3% de la votación. 

 

Inicialmente el grupo constituyó la  guerrilla  Edgar Ibarra (GEI) estuvo 

compuesto por 21 hombres, entre campesinos de la zona, estudiantes y 

exmilitares. En los años 60 la Iglesia católica estaba absorbida por 

crecimiento. Pero a la vez aparecían señales de cambio que tendría un 

profundo impacto en esta década. En 1959 el Papa Juan XXIII había 

anunciado la celebración de un concilio ecuménico, que se celebró en 

cuatro sesiones entre 1962 y 1965, que fue concluido por el Papa Pablo 

VI.21 

 

1.4  Acontecimientos de los años 70 

 
“Desde el gobierno militar de Enrique Peralta Azurdía, el Ejército 

apareció como la institución capaz  de dominar la vida política del país. A 
partir de la gestión del General Carlos Arana Osorio (1970-74) la fuerza 
armada se instaló en el gobierno con un proyecto de desarrollo a mediano 
plazo, por lo que tuvo que recurrir al fraude electoral para mantener la 
programación de las inversiones. El general Arana formó un gobierno de 
coalición con el Movimiento de Liberación Nacional y el Partido Institucional 

                        
21 Ibíd.56 
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Democrático, y pesar de que entre ambos partidos existían fuertes 
diferencias en la forma de conducir la política económica”.22 

 
 

El 5 de marzo de 1974 se realizaron las elecciones y en votación de 

segundo grado el Congreso eligió presidente al ex ministro de la defensa 

de Arana. El general Romeo Lucas García fue elegido en unos comicios 

señalados de fraudulentos en los que participó únicamente el 15% del 

electorado. Su gobierno representó la agudización de las contradicciones 

que se venían gestando durante los años 70, desde el General Carlos 

Arana.  

 

Durante, la inminente conquista del poder; esa era la perspectiva que 

alentaba la guerrilla especialmente la organización más activa, el Ejército 

Guerrillero de los Pobres (EGP) desde sus comienzos, en el año 1981 fue 

el punto más alto de triunfalismo guerrillero, en  la década de 1970 la 

iglesia católica desarrolló especialmente en las áreas rurales un intenso 

trabajo de formación y consolidación de comunidades cristianas, la alianza 

entre partidos PID-PR y los aranistas que llevó al General Romeo Lucas 

García al poder se fue desintegrando rápidamente, y murió cuando en 1981 

el vicepresidente Francisco Villagrán Kramer presentó su renuncia y se 

unió a la oposición al gobierno.   

 

1.5  Gobierno de Efraín Ríos Montt  

 

En marzo de año 1982 se celebraron elecciones presidenciales en las 

que el General Aníbal Guevara gano las mismas ostentando el poder.  

 
 

“Sin embargo el veintitrés de marzo cincuenta miembros del 
Ejercito llevaron a cabo un golpe de Estado, a pesar de la resistencia 
empresarial a la política económica del gobierno de Ríos Montt, 
algunos hombres de negocios jugaron un papel protagónico en 

                        
22 Ibíd.73 
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aquellos momentos a diferencia de los salvadoreños, ellos nunca 
abandonaron el país y apoyaron al Ejercito en la lucha 
antisubversiva”.23   

 
 
Los jóvenes oficiales que apoyaron el golpe de Ríos Montt desplazaron 

en el ejército de Alto mando vinculado con el general Lucas García; En 

diciembre de 1981 aparecieron los primeros intentos de los patrulleros de 

autodefensa civil  en Uspantán. En ese mismo mes y en enero de 1982 la 

guerrilla atacó repentinamente la cabecera de Cotzal, en marzo se 

inauguró la primera aldea modelo Txacal Tze formada por católicos 

carismáticos y evangélicas, y empezaron a actuar como fuerzas 

paramilitares.  

 

Eso provoco una migración de la población quedando abandonadas un 

gran número de aldeas.  El ocho de agosto de 1983 se produjo un  golpe 

de estado que provoco el retiro de Ríos Montt y dejando como Jefe de 

Estado al Ministro de la Defensa, General Oscar Humberto Mejía Víctores. 

 

1.6  Gobierno de Oscar  Mejía Víctores 

 

En agosto de 1983 se produjo el golpe que quitó del gobierno a  Ríos 

Montt y colocó como Jefe del Estado al Ministro de la Defensa General 

Oscar Humberto Mejía Víctores, apenas instaurado el gobierno de Mejía 

Víctores se volcó a reencauzar el proceso de institucionalización del 

régimen, emitiéndose en enero de 1984 la Ley Electoral específica para la 

elección de la Asamblea Nacional Constituyente.24  

 

El punto de partida para el análisis del Ejército durante el gobierno de 

Mejía Víctores se puede situar en los planes de campaña reencuentro 

                        
23 Arzobispado de Guatemala. Guatemala Nunca Mas (Guatemala, Guatemala: ODHAG Primera 

edición 1998 volumen 3)157. 
24 Carlos Sabino, Guatemala, La Historia Silenciada (Guatemala: FCE 2008) 330. 
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institucional 1984 y Estabilidad Nacional 1985. Si  algo podría distinguir al 

gobierno del general Mejía Víctores dentro de la estrategia 

contrainsurgente del ejército, es su esfuerzo por llevar a cabo un proyecto 

de reintegración forzada de la población sobreviviente de las masacres 

aplicadas durante las campañas militares de tierra arrasada de la época del 

General Efraín Ríos Montt.  

 

 

1.7  Gobierno de Marco Vinicio Cerezo  

  

 

“El partido de democracia cristiana (DC) ganó con el sesenta y 

siete por ciento de los votos las elecciones de 1985. Durante su 
campaña, el candidato Vinicio Cerezo manejó con prudencia los 
tópicos de la situación militar. Las relaciones entre la DC y el Ejercito 
ya se habían desarrollado en los últimos meses de 1985 en el marco 
de Diálogo Nacional convocado por el régimen militar, en junio el 
presidente anunció en una rueda de prensa que estaba elaborado un 
concepto de seguridad nacional, de acuerdo con la nueva situación 
democrática”.25 

 
 
El diecinueve de marzo 1986 el presidente hizo público su 

Memorándum a todos los guatemaltecos, en el que exponía el Plan de 

Reorganización Nacional (PRN) para 1987. Éste incluía extensas reformas 

estructurales para revertir la deuda social del Estado con su Población. Con 

el arribo del nuevo gobierno también llegaron al control de los órganos de 

decisión empresarial nuevos grupos, justamente cuando la coyuntura 

económica y política regional e internacional parecía favorecer el desarrollo 

y la mayor fuerza del sector empresarial guatemalteco. 

 

La nueva política de seguridad nacional que había anunciado el 

Presidente Vinicio Cerezo en junio de 1986, la fue perfilando el General 

                        
25 Arzobispado de Guatemala. Guatemala Nunca Mas (Guatemala, Guatemala: ODHAG Primera 

edición 1998 volumen 3). 237. 
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Gramajo a lo largo de 1987 y 1988. A comienzos de 1987 Cerezo explicó a 

sus correligionarios el sentido de la neutralidad activa: Nuestra amenaza no 

está en Nicaragua, sino en las montañas. 

 

1.8  Firma de la paz 

 

Con el Acuerdo de Paz firme y duradera suscrito el 29 de diciembre de 

1996, con el que se culminó el proceso de negociación para la búsqueda 

de la paz quedaron integrados todos los acuerdos suscritos con base en él, 

Acuerdo-Marco sobre Democratización para la Búsqueda de la Paz por los 

Medios Políticos, suscrito en la ciudad de Querétaro, México, el 25 de julio 

de 1991 los que se reanudaron el 10 de enero de 1994 mediante el 

Acuerdo marco para la Reanudación del Proceso de Negociación entre el 

Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional 

Guatemalteca, suscrito en la ciudad de México. 

 

Los Acuerdos antes citados únicamente están enumerados pues, para 

el contenido del presente trabajo, no es necesario el análisis de cada uno 

de ellos, sino tan sólo ilustrar el marco jurídico de los mismos y 

especialmente "El Acuerdo sobre el Definitivo Cese al Fuego" y "El 

Acuerdo sobre bases para Incorporación de URNG a la Legalidad"; que 

son las bases y/o antecedentes de la promulgación de la Ley de 

Reconciliación Nacional, teniendo en cuenta el Acuerdo Global sobre 

Derechos Humanos, que era el único vigente desde su suscripción, ya que 

los demás acuerdos quedaron integrados con el Acuerdo de Paz Firme y 

Duradera, el 29 de diciembre de 1997.  



    28 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 



29 
 

CAPÍTULO 2 
ESTATUTO DE ROMA 

 

2.1  Breve antecedente del Estatuto de Roma 

 

El Estado de Guatemala, tiene una larga tradición internacional porque 

la propia Constitución Política de la República de Guatemala les otorga 

determinada categoría, siempre y cuando sean objeto de aprobación y 

ratificación, según lo regulado en los Artículos 44 y 46 del mismo cuerpo 

legal. 

 
1. Durante la vigencia de la Constitución de 1945, Guatemala 

suscribió el 22 de junio de 1949 y ratificó el 13 de enero de 1950, la 
Convención para la prevención y sanción del delito de genocidio. Un 
elemento pertinente de esa discusión es el contenido de su artículo V: 
“(…) Las Partes contratantes se comprometen a adoptar, con arreglo 
a sus Constituciones respectivas, las medidas legislativas necesarias 
para asegurar la aplicación de las disposiciones de la presente 
Convención, y especialmente a establecer sanciones penales 
eficaces para castigar a las personas culpables de genocidio o de 
cualquier otro de los actos enumerados en el artículo III”.26  

 
 

2. En ese mismo histórico período el Estado de Guatemala suscribió el 

12 de agosto de 1949 y ratificó el 14 de mayo de 1952 los Convenios de 

Ginebra, cuyo Artículo III común estableció obligaciones desde aquellas 

fechas estableciendo que:  

 
 

“En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y 
que surja en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes cada 
una de las Partes en conflicto tendrá la obligación de aplicar, como 

                        
26 Una cita 10 años después; Guatemala y el Estatuto de Roma. 

http://www.ipn.usac.edu.gt (10 de enero 2 016) 
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mínimo, las siguientes disposiciones: 1) Las personas que no 
participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de 
las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas 
puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por 
cualquier otra causa, serán, en todas las circunstancias, tratadas con 
humanidad, sin distinción alguna de índole desfavorable basada en la 
raza, el color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o la 
fortuna o cualquier otro criterio análogo. A este respecto, se prohíben, 
en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a las personas arriba 
mencionadas: a) los atentados contra la vida y la integridad corporal, 
especialmente el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los 
tratos crueles, la tortura y los suplicios; b) la toma de rehenes; c) los 
atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos 
humillantes y degradantes; d) las condenas dictadas y las ejecuciones 
sin previo juicio ante un tribunal legítimamente constituido, con 
garantías judiciales reconocidas como indispensables por los Pueblos 
civilizados. 2) Los heridos y los enfermos serán recogidos y asistidos. 
Un organismo humanitario imparcial, tal como el Comité Internacional 
de la Cruz Roja, podrá ofrecer sus servicios a las Partes en conflicto. 
Además, las Partes en conflicto harán lo posible por poner en vigor, 
mediante acuerdos especiales, la totalidad o parte de las otras 
disposiciones del presente Convenio. La aplicación de las anteriores 
disposiciones no surtirá efectos sobre el estatuto jurídico de las Partes 
en conflicto”.27  

 
 

3. En otro momento histórico, el Estado de Guatemala suscribió sus 

Protocolos Adicional I y II el 12 de diciembre de 1977 y los ratificó el 19 de 

octubre de 1987. 4. Finalmente, el Estado de Guatemala suscribió el 

Protocolo III el 8 de diciembre de 2005, habiéndolo ratificado el 14 de 

marzo de 2008.  

 
“La aspiración de formar un tribunal internacional en materia 

criminal, con jurisdicción universal es concomitante con la 
preocupación con encontrar mecanismos para juzgar el genocidio a 
partir de la conclusión de la segunda guerra mundial, cuando se 
conocen los crímenes del nazismo. 

                        
27 Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos y los enfermos de las 

fuerzas armadas en campaña, 1949. http://www.icrc.org (20 de enero 2016) 

http://www.icrc.org/
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La finalidad de instituir un Tribunal de Corte Penal Internacional es para 

juzgar delitos cometidos durante una guerra mundial o guerras internas, 

tales como delitos de genocidio, de crímenes de lesa humanidad, entre 

otros, con el fin de no dejar impunes tales acciones delictivas. 

 
La comunidad internacional se encuentra ante la necesidad de lidiar 

con delitos gravísimos cometidos por el régimen nazi que luego serán 

juzgados por los tribunales ad hoc de Nüremberg. La palabra genocidio 

proviene del griego genos, que quiere decir raza o tribu, combinada con el 

término latino cide, que significa asesinato y fue acuñada para describir los 

actos cometidos en ese período histórico.  

 
 

“Durante más de cincuenta años, desde que la Asamblea 
General de las Naciones Unidas aprobó mediante resolución 95, del 11 
de diciembre de 1946, la actuación del Tribunal de Nüremberg, la 
Comisión de Derecho Internacional trabajó en la elaboración de un 
Proyecto de Código de Crímenes contra la Paz y la Seguridad de la 
Humanidad y un Estatuto del Tribunal Penal Internacional”.28  

 
 

Es de resaltar que la preocupación de la comunidad internacional por 

crímenes que van en contra del orden social y la paz mundial empezó por 

iniciativa de las Naciones Unidas, esto a raíz de la segunda guerra mundial 

y de los crímenes cometidos durante su desarrollo. 

 
 

“El tribunal de Nüremberg sentó el criterio a su vez de que la 
persecución por razones políticas, raciales o religiosas era una de las 
dos categorías de crímenes contra la humanidad, y fijó el principio de 
la responsabilidad individual, ya no de los estados, por ese tipo de 
crímenes. Octubre de 1946: Después del juicio de Nüremberg, un 
congreso internacional se reúne en París y llama a la adopción de un 
código penal internacional que prohíba los crímenes de lesa 
humanidad y al pronto establecimiento de una Corte Penal 
Internacional”.29 

                        
28 Ibíd. pág.60. 
29  Ibíd. pág.3. 
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“En 1946 la Asamblea de las Naciones Unidas incorpora como 
propios de la ley internacional, a los reconocidos por el Tribunal de 
Nüremberg (conocidos como principios de Nüremberg). Lo hace 
mediante la resolución 95 del 11 de diciembre de 1946, en la que 
confirma los principios de Derecho Internacional reconocidos por el 
Tribunal de Nüremberg y por la Sentencia de ese Tribunal”. 30 

 
 
“El Tribunal de Nüremberg condenó el crimen de guerra de 

agresión como un crimen internacional de orden supremo por 
contener en sí mismo a todos los crímenes de guerra acumulados. Lo 
define como el inicio de la guerra violando tratados internacionales, 
acuerdos o compromisos, o participando en un plan común 
conspiración para el logro de alguno de los anteriores”.31  

 
 

Se puede apreciar que los primeros crímenes contra la humanidad 

fueron eminentemente raciales o religiosas en donde ya no se condenaba a 

los Estados partes, sino a nivel individual, es decir, a cada individuo que 

participó en acciones delictivas durante una guerra. 

 
 

“El 9 de diciembre de 1948 la Asamblea General de las 
Naciones Unidas dictó la resolución 260 adoptando la Convención 
para la prevención y sanción del delito de genocidio, reconociendo 
que en todos los períodos de la historia el genocidio ha infligido 
grandes pérdidas a la humanidad. … Las Partes contratantes 
confirman que el genocidio, ya sea cometido en tiempo de paz o en 
tiempo de guerra, es un delito de derecho internacional que ellas se 
comprometen a prevenir y a sancionar. En el Artículo IV se establece 
que Las personas que hayan cometido genocidio o cualquiera de los 
otros actos enumerados en el Artículo III, serán castigadas, ya se 
trate de gobernantes, funcionarios o particulares”.32 

 
 

Las guerras en Bosnia–Herzegovina y Croacia, las claras violaciones 

a la Convención del Genocidio, los Convenios de Ginebra y la creación de 

un tribunal ad-hoc para la Antigua Yugoslavia (en 1993) refuerzan las 

discusiones sobre una corte permanente.  

                        
30 Ibíd. 
31 Ibíd. 
32 Ibid., pág. 5. 
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“Tras más de cincuenta años de discusiones y de asistir al 
naufragio de varios proyectos, la esperanza de que aquella tarea 
llegara con éxito a su fin se había convertido en el sueño de unos 
pocos confiados. Sin embargo, en 1993 la comunidad internacional 
asiste a un acontecimiento que hace revivir el interés y la confianza 
en aquellos trabajos: la constitución por el Consejo de Seguridad de 
Naciones Unidas de tribunales ad hoc para el enjuiciamiento de los 
presuntos responsables de genocidio y otras graves violaciones del 
Derecho humanitario bélico cometidas en el territorio de la ex 
Yugoslavia desde el primero de enero de 1991, y en Ruanda y sus 
Estados vecinos entre el 1 de enero de 1994 y el 13 de diciembre de 
1994”.33 

 
 

La creación del Tribunal que surge del Tratado de Roma viene a 

poner fin a ese estado de cosas, posibilitando el juzgamiento de la 

responsabilidad individual de acusados por la comisión de esta clase de 

crímenes. 2 de febrero de 1999: Senegal se convierte en el primer Estado 

Parte en ratificar el Estatuto de Roma. 13 de mayo de 1999. La Coalición 

por una Corte Penal Internacional lanza una campaña desde La Haya, 

llamando a la ratificación mundial del Estatuto de la Corte Penal 

Internacional. 

 

El 30 de junio de 2000 la Comisión Preparatoria adopta los proyectos 

de texto definitivos de las Reglas de Procedimiento y Prueba, y los 

Elementos del Crimen, de conformidad con el mandato del Acta Final de la 

Conferencia de Roma. Septiembre de 2000. Durante la Cumbre del Milenio, 

el secretario general Kofi Annan llama a todos los Estados miembros de las 

Naciones Unidas a ratificar el Estatuto de Roma tan pronto como sea 

posible. 31 de diciembre de 2000. Fecha límite para firmar el Estatuto de 

Roma. Los Estados Unidos de América se unen a Irán e Israel en ser los 

últimos países en firmar el Estatuto, elevando el número total de firmas a 

139. 

 

                        
33 Ibíd.pág. 62. 
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El 30 de abril de 2001, a mitad de camino: Andorra se convierte en el 

Estado No. 30 en ratificar el Estatuto de Roma. 11 de abril de 2002. Se 

deposita en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el 

sexagésimo instrumento de ratificación. Se completan las 60 ratificaciones 

necesarias para la implementación del Estatuto de Roma. 1 de julio de 

2002. Conforme al Estatuto de Roma y cumplidos todos los requisitos que 

en éste se establecían, especialmente el referente al mínimo de 

ratificaciones, comienza la implementación en La Haya, Países Bajos, de la 

Corte Penal Internacional.34 

 

2.2  Tribunal Penal Internacional 

 

De conformidad con el Artículo 1 del Estatuto de Roma, el Tribunal se 

constituye como una “institución permanente facultada para ejercer 

jurisdicción sobre personas (mayores de 18 años) respecto de los crímenes 

más graves de trascendencia internacional regulados en su Estatuto”. Su 

sede se encuentra en la Haya, Países Bajos donde ya está habilitada con 

las preparaciones físicas, no olvidando de acuerdo a su Artículo 3 puede 

celebrar sesiones en otro lugar si lo considera conveniente. 

 

Como Tratado multilateral Rodríguez Villasante expone: “el Estatuto es 

el resultado de un amplio consenso internacional pues su diseño se basa 

firmemente en el respeto de los Principios del Derecho Internacional como 

Penal”.35 En otras palabras, su resultado deviene de la convicción de las 

naciones del mundo de que las relaciones internacionales y la paz 

internacional no pueden sobrellevar más la impunidad. 

 

 

 

                        
34  Estatuto de Roma. https://www.amnesty.org (25 de enero de 2017) 
35 José Luis Rodríguez-Villasante Prieto. El derecho internacional humanitario ante los retos de los 

conflictos armados actuales, Fundación Rafael del Pino, Cruz Roja (Española, Madrid, 2006). 

https://www.amnesty.org/
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2.3  Competencia del Tribunal Penal Internacional 

 

El Tribunal Penal Internacional es un órgano jurisdiccional que tiene 

limitada la administración de la justicia conforme a la materia, 

específicamente, a los delitos que conoce para juzgarlos, es decir, el 

genocidio, delitos de lesa humanidad, crímenes de guerra y crímenes de 

agresión.  

 

En el caso de Guatemala, los órganos jurisdiccionales nacionales han 

juzgado delitos por genocidio y de lesa humanidad, dictando las sentencias 

respectivas. 

 

Conforme al Estatuto de Roma el crimen de genocidio abarca ciertos 

elementos para su tipificación, pero sobre todo la “intención de destruir total 

o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso”36, pero 

específicamente lo siguientes actos: 

 

“a) Matanza de miembros del grupo; b) Lesión grave a la 
integridad física o mental de los miembros del grupo; c) Sometimiento 
intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de 
acarrear su destrucción física, total o parcial; d) Medidas destinadas a 
impedir nacimientos en el seno del grupo; y e) Traslado por la fuerza 
de niños del grupo a otro grupo”.37 

 
 
Los crímenes de lesa humanidad son aquellas que se constituyen por 

actos de violencia generalizada en contra de la sociedad civil, tales como: 

 
“a) Asesinato; b) Exterminio; c) Esclavitud; d) Deportación o traslado 

forzoso de población; e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad 
física en violación de normas fundamentales de derecho internacional; f) 
Tortura; g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo 

                        
36 Comisión  Nacional para el seguimiento y apoyo al fortalecimiento de la justicia. Convenios y 

Tratados Internacionales en materia de Derechos Humanos. (Guatemala, Guatemala: Editorial Arte, Color y 
texto, 2013) 220. 

37 Ibíd. 
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forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de 
gravedad comparable; h) Persecución de un grupo o colectividad con 
identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, 
culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros motivos 
universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho 
internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente 
párrafo o con cualquier crimen de la competencia de la Corte, i) Desaparición 
forzada de personas; j) El crimen de  partheid; k) Otros actos inhumanos de 
carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten 
gravemente contra la integridad física o la salud mental o física”.38 

 
       

     Entre los crímenes de guerra existen varias acciones que afectan como 

“parte de un plan o policita o como parte de la comisión en gran escala de tales 

crímenes”, entre las cuales se pueden citar las más congruentes conforme al 

conflicto armado interno en Guatemala. 

 

 

“c) En caso de conflicto armado que no sea de índole 
internacional, las violaciones graves del artículo 3 común a los cuatro 
Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a saber, cualquiera 
de los siguientes actos cometidos contra personas que no participen 
directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las 
fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas 
puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por 
cualquier otra causa: i ) Los atentados contra la vida y la integridad 
corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las 
mutilaciones, los tratos crueles y la tortura; ii) Los atentados contra la 
dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y 
degradantes; iii) La toma de rehenes; iv) Las condenas dictadas y las 
ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal regularmente constituido, 
con todas las garantías judiciales generalmente reconocidas como 
indispensables”.39 

 
 

 
2.3.1  Órganos del Tribunal Penal Internacional 

 

El Tribunal Penal Internacional se encuentra integrado por cuatro 

órganos principales: 

                        
38 Ibíd. Pág. 220,221. 
39 Ibíd., 224 
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2.3.2  La Presidencia: 

 

Formada por el Presidente, el Primer y Segundo Vicepresidente, 

son electos por mayoría absoluta de los jueces para un término 

renovable de tres años. La presidencia en tanto es responsable por la 

administración del Tribunal con excepción de la Oficina del Fiscal, 

luego que la Presidencia coordinará y observará la concurrencia del 

Fiscal en todos los asuntos de mutuo interés. Actualmente el Juez 

Philippe Kirsch funge como Presidente, mientras la Juez Akua 

Kuenyehia es la Primera Vicepresidente, y la Juez Elizabeth Odio 

Benito es Segunda Vicepresidenta del Tribunal. 

 

2.3.3  Las Salas 

 

Compuesta por tres secciones: una Sección de Apelaciones, la 

sala de Primera Instancia o de juicio, la sala de Cuestiones 

Preliminares o de Pre juicio. Cada Sección es responsable de llevar a 

cabo las funciones judiciales, para tales funciones 

 

 “La Sección de Apelaciones se integra por el Presidente y 
otros cuatro Jueces, la Sección de Juicio y la Sección de Pre-
juicio cuentan con no menos de seis Jueces cada una”.40

  

 

 

En las dos últimas secciones los jueces poseen experiencia en 

juicios criminales las cuales son asignados para cada división por un 

período de tres años o seguido del final de cualquier caso cuya 

audiencia haya comenzado. 

 

 

 

                        
40Ibíd. Artículo 39. Pág.237. 
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2.3.4  La Oficina del Fiscal 

 

El mandato de esta Oficina es conducir las investigaciones y 

persecución de crímenes que caen dentro de la jurisdicción del 

Tribunal, “actúa en forma independiente como órgano Separado del 

Tribunal a través de las indagaciones y da el seguimiento de los 

crímenes”.41 La Oficina contribuye a terminar con la impunidad por los 

causantes de los más serios crímenes de interés.  

 

La Fiscalía es dirigida por un Fiscal que es elegido por el voto 

secreto de los Estados Parte, para optar al cargo debe tener un alto 

grado de carácter moral, competencia y experiencia en la acción 

judicial en casos penales, con el fin de dirigir y administrar la Fiscalía 

durante nueve años. Para llevar a cabo sus funciones contará con 

uno o más Fiscales adjuntos. A la fecha del 16 de junio de 2003 el 

abogado argentino Luis Moreno Ocampo juró como Primer Fiscal del 

Tribunal Penal Internacional, a partir de ahora Moreno Ocampo se 

convierte en la pieza central del Tribunal. Actualmente, se encarga de 

analizar y clasificar las más de quinientas denuncias recibidas en los 

últimos meses. 

 

2.3.5  La Secretaría 

 

Es el órgano responsable de los aspectos no judiciales de la 

administración del tribunal, presta además los servicios de traducción, 

finanzas y de personal. La dirige un Secretario elegido por los jueces 

para un período de 5 años y cuyas funciones están bajo la autoridad 

del Presidente del tribunal. La Secretaría puede contar aparte del 

                        
41 Comisión  Nacional para el seguimiento y apoyo al fortalecimiento de la justicia. Convenios y 

Tratados Internacionales en materia de Derechos Humanos. (Guatemala, Guatemala: Editorial Arte, Color y 
texto, 2013) 227. 
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Secretario de un Secretario Adjunto para servir si es requerido. Una 

de las funciones principales a cargo del Secretario ésta el establecer 

“una Dependencia de Víctimas y Testigos dentro de la Secretaría”.42 

La Dependencia en consulta con la fiscalía adopta medidas de 

protección, dispositivos de seguridad y presta asesoramiento de 

asistencia a testigos y víctimas que comparezcan ante el tribunal y 

otras personas que estén en peligro en razón del testimonio prestado. 

La Dependencia de víctimas contará con un personal especializado al 

servicio de víctimas por traumas incluidos los relacionados con delitos 

de violencia sexual. 

 

2.4  Procedimientos de investigación y juicio del tribunal 

 

2.4.  La Investigación 

 

Como quedo indicado en párrafos anteriores la iniciativa del 

Tribunal procede de tres fuentes: por parte de un Estado miembro, del 

Consejo de Seguridad, o bien del Fiscal. Si el Fiscal inicia la 

investigación, éste analiza la información obtenida si se da el 

fundamento para que dé inicio el proceso, al autorizar deba presentar 

a la Sala de Cuestiones Preliminares de negarse la autorización el 

Fiscal debe presentar una petición basada en nuevos hechos o 

pruebas, ahora bien “sino tiene el suficiente fundamento hará saber 

de ello a quienes le presentaron la denuncia”.43
  

 

El Fiscal después de analizar la información tendrá en cuenta, si 

la información constituye fundamento suficiente para saber si se 

cometió uno de los crímenes del Estatuto (Crímenes de Guerra, por 

ejemplo), además si la causa es admisible o inadmisible. 

                        
42 Ibíd. Artículo 43. Pág. 239. 
43 Ibid. Artículo 13. Pág. 226.   
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No obstante, es de observarse en este punto que el desarrollo de 

la investigación el Fiscal puede llegar a la conclusión o reconsiderar 

su decisión de que no hay fundamento suficiente para el 

enjuiciamiento puesto que no hay bases suficientes de hecho o 

derecho para pedir una orden de detención. Al mismo tiempo que la 

decisión del Fiscal según el Artículo 53 sólo surtirá efecto si es 

referida por la Sala de Cuestiones Preliminares.  

 
 

“El Fiscal para perfilar la veracidad de las pruebas puede 
ampliar la investigación para determinar la responsabilidad 
penal, adoptar medidas adecuadas para asegurar la eficacia de 
la investigación y el juicio siempre y cuando respetando los 
derechos que el Estatuto confiere a las personas, así también 
puede solicitar la cooperación de un Estado u Organización, 
realizar investigaciones en el territorio de un Estado, interrogar a 
las personas objeto de investigación, víctimas y testigos. Y lo 
más importante para la eficacia de la investigación el Fiscal y su 
equipo de trabajo deben adoptar las medidas pertinentes para la 
confidencialidad de la información”.44 

 
 

De conformidad con el Artículo 58 del Estatuto de Roma de la 

Corte Penal Internacional, en cualquier momento luego de iniciada la 

investigación la Sección de Cuestiones Preliminares puede dictar a 

solicitud del Fiscal la orden de captura o detención contra una 

persona si hay motivos razonables para que la detención sea 

necesaria y así asegurar que la persona comparezca en el juicio y no 

ponga en peligro la investigación e impedir que la persona cometa el 

delito. 

 

Con la orden el Tribunal puede solicitar la detención provisional o 

la entrega de la persona, ahora bien, el Fiscal puede pedir a la Sala 

de Cuestiones Preliminares que en lugar de una orden de detención 

dicte una orden de comparecencia.  

                        
44 Ibíd. Artículo 54. Pág. 243. 
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En el caso que un Estado Parte reciba una solicitud de detención 

provisional o de detención deberá tomar las medidas necesarias de 

conformidad con su Derecho Interno y lo señalado en el Estatuto 

desde luego que una vez confirmados los cargos, la Presidencia 

delegará la Sala de Primera Instancia que se encargue de la siguiente 

fase del procedimiento. 

 

2.4.2  El Juicio 

 

El Juicio es público y ha de celebrarse en la sede del Tribunal, en 

el Juicio el acusado tiene el derecho de estar presente durante su 

desarrollo excepto cuando alterare continuadamente el proceso pero 

si no hay otras medidas prudentes el acusado puede ser retirado y 

darse sólo la oportunidad de observar el juicio y dar instrucciones a su 

defensor desde fuera de la Sala. En el desarrollo del juicio el acusado 

tiene el derecho de estar presente, excepto cuando perturbe 

consecutivamente el proceso. La Sala de Primera Instancia puede 

ordenar la comparecencia de testigos y la presentación de 

documentos. 

 

El testimonio de un testigo en el juicio deberá proporcionarse por 

lo general en persona sujeto a las disposiciones del Estatuto o el 

Reglamento que apunta a la protección de testigos y permitir el uso 

de tecnología como de las declaraciones escritas. Así también puede 

solicitar la presentación de cualquier prueba, no obstante la obtenida 

como resultado de una violación al Estatuto será inadmisible. 

 

Por aparte, los seis delitos que señala el Estatuto de Roma como 

infracciones contra el sistema de administración de justicia incluyen: 

las cometidas intencionalmente, dar falso testimonio, presentar 

pruebas que sean falsificadas, interferir con un testigo o con la 
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prueba, interferir con un funcionario del Tribunal, aceptar un soborno. 

Los Magistrados tendrán a cargo las decisiones de condena o si fuera 

el caso la absolución unánime. Pero a falta de consenso lo decidirá la 

mayoría, puesto que las opiniones aparecerán en la evaluación que 

es leída públicamente. 

 

Respecto a los fallos condenatorios y la ejecución de la pena, el 

Tribunal puede: 

 
 

 “Imponer dependiendo de la gravedad del crimen la 
sentencia a la persona acusada a tomar prisión por un mínimo 
de treinta años, en los casos de gravedad excepcional la pena 
máxima puede ser la prisión perpetua. A parte de las penas el 
Tribunal puede imponer multas así como el decomiso de bienes 
habidos ilegalmente”.45 

 
 

2.4.3  La apelación 

 

Las apelaciones a las decisiones del Tribunal pueden ser hechas 

por el Fiscal o por la persona condenada por motivos de vicio de 

procedimiento, error de hecho o de derecho. Así en razón de: “una 

desproporción entre el crimen y la condena, el prisionero puede 

apelar por cualquier motivo, como afectar la justicia o la regularidad 

del fallo”.46 No obstante, una disposición que se propone asegurar es 

que las decisiones del Tribunal serán del más alto prestigio, aunque el 

Fiscal está facultado para presentar una apelación a favor del 

condenado. Una persona condenada se mantendrá en custodia en 

espera de la apelación a menos que el Tribunal diga lo contrario. 

“Antes de concluido el juicio pueden ser apeladas otras decisiones, 

incluyendo aquellas sobre admisibilidad y competencia, sobre 

                        
45 Ibid. Artículo 77. Pág. 257 
46 Ibid. Artículo 81. Pág. 257   
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iniciativas de la Sala de Cuestiones Preliminares”.47 En el caso de que 

la decisión o sentencia la Sala puede revertir o enmendar la decisión 

o puede ordenar un nuevo juicio. 

 

2.4.4  Primer caso para el Tribunal Penal Internacional 

 

La Política Internacional en la escena jurídica está sometida 

actualmente por la diligencia del Tribunal Penal Internacional una 

justicia debatida por la Política Exterior de algunas de las naciones 

más importantes en el mundo como lo son: Estados Unidos, Rusia, 

China etc., que ven en su actuar una inconformidad patente. 

 

Pese a lo mencionado “el Tribunal para entrar en funciones ya ha 

elegido y abierto su primer caso para investigación en Ituri, República 

del Congo”.48 Para su elección recibió información garantizada por las 

Naciones Unidas, Organizaciones de Derechos Humanos, medios de 

comunicación y distintas ONG. En los datos proporcionados se llegó a 

estimar en más de cinco mil los civiles asesinados entre julio del 2002 

y principios del 2003 puesto que esas víctimas son producto de una 

secuela de enfrentamientos como de causas indirectas, tales como: 

desnutrición, minas terrestres, enfermedades, heridas no tratadas y 

SIDA. 

 

Entre una de las decisiones para optar por la República del Congo 

emano en primer plano porque la nación africana ya ratificó el 

Estatuto de Roma que crea el Tribunal Penal Internacional, otra razón 

fue que el Fiscal jefe del Tribunal Luis Moreno Ocampo la eligió por 

iniciativa propia tras ser una denuncia entre otras quinientas recibidas 

desde julio de 2002 hasta hoy. No obstante, muchas de las cuales se 

                        
47  Ibíd. Artículo 83. Pág. 259  
48 Coalición de ONGS por la CPI. “Congo, primer caso de la CPI” Boletín informativo de la 

Coalición Internacional a favor de la Corte Penal Internacional No. 36. Pág. 12 



    44 
 

descartaron por involucrar a países que aún no suscriben el Estatuto 

como son los casos de Israel e Irak igual suerte corrieron las 

denuncias contra las fuerzas de ocupación en Irak luego que Estados 

Unidos mantiene su oposición firme por el Tribunal promoviendo 

Tratados bilaterales que aseguren la inmunidad de sus efectivos en el 

exterior. 

 

Recapitulando el punto que se trata, se estima que la lucha en el 

Congo es el resultado de conflictos étnicos y la lucha por el poder 

local combinado con conflictos nacionales y regionales. Si bien la 

situación se hizo latente con las masacres de civiles, ejecuciones, 

torturas sistemáticas, arrestos ilegales, secuestros de personas aún 

desaparecidas, migraciones compulsivas, el uso de niños en las 

tropas e incluso casos de canibalismo ritual, también se reportan 

crímenes dirigidos específicamente contra las mujeres incluyendo 

violaciones y otras formas de violencia sexual que en este caso son 

considerados Crímenes de Guerra en el Estatuto de Roma. 49 

 

Por lo disertado los crímenes suscitados en el Congo están 

considerados dentro del ámbito de jurisdicción del Tribunal Penal 

Internacional, por lo que el Fiscal Ocampo al presente el campo de su 

investigación se enfatiza en los aspectos financieros de las 

atrocidades denunciadas las cuales son cruciales para prevenir 

futuros crímenes y castigar los ya cometidos, al mismo tiempo probar 

ante la Comunidad Internacional que en la República del Congo las 

matanzas son dejadas impunes. 

 

 

 

                        
49 Ibid. 
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2.5 Análisis del Tribunal Penal Internacional en el Marco del Sistema 
Internacional 

 

Por Sistema Internacional se entiende al conjunto de relaciones dadas 

a nivel mundial en las áreas política, económica, social, tecnológica y en 

torno a las cuales ocurren las relaciones internacionales en un momento 

dado.  

“Tras ese marco el Tribunal Penal Internacional se identifica por 
ser única en el Sistema Internacional, puesto que tiene un papel 
decisivo que cumplir al ser el principal Organismo Internacional en el 
campo jurídico que ejerce una vigilancia efectiva y permanente para el 
cumplimiento de las obligaciones que los Estados asumen con el 
Derecho Internacional en el respeto de sus normas 
internacionales...”50 

 
 

En el sistema mundial, el Tribunal Internacional de Justicia de la Haya 

es el paradigma más patente pues conoce temas referidos a conflictos 

entre Estados al dirimir controversias en torno al Derecho y Organismos 

Internacionales. En el sistema regional en cambio se desglosan distintos 

Tribunales, tal es el caso del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

creado en el marco del Consejo de Europa como la Instancia que vigila el 

respeto de la Convención Europea de protección de los Derechos 

Humanos y libertades fundamentales. Dentro de sus funciones está el 

cerciorarse de las violaciones que su Convención señala luego que en ella 

acuden los Estados que han firmado como los individuos. Lo característico 

de este Tribunal es que cualquier país que aspire someterse a su 

jurisdicción tiene que ser miembro de la Unión Europea 

 

En el caso del continente americano, la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos trata los mismos temas que el Tribunal Penal 

Internacional en el individuo derivado a que solamente los Estados pueden 

ser investigados por el Tribunal si aceptan su jurisdicción. A diferencia de 

                        
50 Frederic Pearson y Martin Roechester,. “Relaciones internacionales, situación global en el siglo 

XXI”, 4ª edición, ed. Mc Graw Hill, (Colombia, 2001). Pág. 17-20.  Pág. 29. 
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los Tribunales regionales mencionados el requisito principal para la 

funcionalidad del Tribunal Penal Internacional está en primer plano que los 

Estados continúen ratificando el Estatuto de Roma y en segundo lugar 

tengan potestad en los crímenes que son ingredientes en el Estatuto. 

 

En el sentido que un hecho puede ser un crimen juzgado dentro de su 

competencia. Sin embargo, la Corte Interamericana para ejercer 

competencia se basa en la Convención Interamericana de Derechos 

Humanos y otras Convenciones dentro del sistema americano pues en ella 

sólo recurren los Estados e instancias de la Organización de Estados 

Americanos pero no las jurisdicciones más análogas con el Tribunal Penal 

Internacional en funciones como en ámbitos de competitividad, no obstante 

el  punto que las diferencia es su permanencia puesto que se ocupan de 

otorgar responsabilidad penal a personas por crímenes cometidos en 

períodos concretos.  

 

La oposición principal con el Tribunal Penal Internacional es sin duda 

su permanencia y actuar de manera rápida sobre los crímenes graves 

contra los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario 

independientemente del lugar en donde hayan sido cometidos. En esa 

dirección la responsabilidad de los Tribunales penales ad-hoc creados 

después de la Segunda Guerra Mundial como los fundados en la post 

Guerra Fría sirvieron de base para que el Tribunal Penal Internacional 

actué con permanencia en lo congruente al delito de Crímenes de Guerra 

que es el más antiguamente señalado en el Derecho Internacional así 

también en los otros delitos de trascendencia internacional, luego que las 

sentencias emitidas por los Tribunales Penales Ad-Hoc y las experiencias 

prácticas de los mismos son su sello de garantía para su eficacia. 
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2.6  El Estatuto de Roma y el Ordenamiento Jurídico Guatemalteco 

 

2.6.1  Compatibilidad de la Constitución Política de Guatemala con el           
Estatuto de Roma  
 

En virtud a la Carta Magna se puso a debate jurídico la 

compatibilidad del Estatuto de Roma a petición del organismo 

Ejecutivo, y para ese fin los Artículos Constitucionales sobre los 

cuales emano la consulta son: Primero: Artículo 27 Derecho de asilo, 

Segundo: Artículo 41 Protección al Derecho de propiedad, Tercero: 

Artículo 203 Independencia del Organismo Judicial y potestad de 

juzgar y  Artículo 204 Condiciones esenciales de la administración de 

justicia, o de supremacía constitucional.  

 

Los argumentos sobre el Estatuto de Roma provienen de los 

preceptos: En el Estatuto de Roma el Tribunal Internacional se rige 

sobre el Principio de complementariedad respecto a los sistemas 

judiciales nacionales, en ese sentido hace mención a la exclusividad 

de la función jurisdiccional. En el Estatuto de Roma se dispone que 

los Estados Parte se aseguren de que en su Derecho interno existan 

procedimientos aplicables a todas las formas de cooperación.  

 

En el Estatuto de Roma sobre las penas establece que el tribunal 

podrá ordenar que las sumas y bienes que reciba sean trasladados al 

Fondo Fiduciario y que los Estados se obliguen a efectuar 

allanamientos y decomisos como formas de cooperación, que en 

otras palabras se refiere a su confiscación y destino.  

 

En el Primero: alusivo a las obligaciones de cooperación (Artículo 

27), se estima que existe compatibilidad con el Estatuto de Roma ya 

que Guatemala es parte de varios Tratados que regulan la 

extradición, además de que el Artículo citado sí contempla la 
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posibilidad de extraditar a los responsables de crímenes de lesa 

humanidad o contra el Derecho internacional. En ese sentido 

Guatemala estaría en la obligación de cooperar en la entrega de un 

acusado al Tribunal ya que el delito mencionado se contempla en el 

Estatuto de Roma y en cuyo caso la propia ley estima la aplicación al 

respecto de delitos regulados en Tratados y convenios 

internacionales.  

 

En el Segundo (Artículo 41), no se encuentra contradicción alguna 

con el Estatuto de Roma puesto que al referirse al embargo de bienes 

u otros haberes como forma de pena y que fueron producto de un 

delito lo incautado no será más que trasladado a un Fondo fiduciario 

que el mismo Estatuto establece con el único fin de cerciorar la 

compensación de los daños causados a las víctimas. No debe 

olvidarse que el Estatuto al referirse a las formas de cooperación lo 

hace exclusivamente sobre la competencia que tiene sobre los delitos 

contra el Derecho Internacional y no contra delitos políticos que ya 

sería otro tema a discusión y que en este momento no son de su 

capacidad.  

 

En relación al Tercero (Artículo 203) varios juristas se 

pronunciaron a favor de que Guatemala se someta a la jurisdicción y 

competencia del Tribunal penal Internacional, pues indica la potestad 

de impartir justicia en el propio territorio y no por ello 

internacionalmente. Si bien el Principio rector del Estatuto de Roma 

es la complementariedad según el cual sólo ejerce justicia cuando el 

Estado no cuenta con una justicia eficaz o no exista la voluntad de 

hacerlo, no obstante el Tribunal Penal Internacional se vería 

imposibilitado de actuar si los Tribunales o Cortes nacionales cumplen 

sus obligaciones con firmeza, rectitud y eficacia. Como se puede 

estimar no hay motivo para que Guatemala no se adhiera al Estatuto 
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del Tribunal Penal Internacional, prueba de lo analizado el Estatuto lo 

contempla en su preámbulo donde dice: “Garantizar la seguridad de la 

humanidad y la justicia internacional”, la Constitución por su parte 

como ley suprema garantiza a las personas “la vida, la libertad, la 

justicia, la paz, la seguridad y el desarrollo puesto que tiene como fin 

el bien común”.51 

 

En tal sentido se matiza que la protección de la persona está 

regulada en ambas normativas pero de manera general en el Estatuto 

de Roma para todas aquellas naciones que deseen ser parte del 

mismo. 

 

2.6.2 Compatibilidad de los principios de Derecho Penal con el    
ordenamiento jurídico guatemalteco  

 

La Constitución Política de la República de Guatemala reconoce 

los derechos individuales, los derechos sociales, así como los 

derechos civiles y políticos; entre los primeros se encuentran el 

derecho a la vida, la integridad física, la seguridad, la igualdad y la 

libertad. Como la ley suprema a cuyo alrededor giran todas las demás 

leyes, en ella se fundamentan los Principios y Derechos de los 

guatemaltecos, así como la organización jurídica y política. Entre las 

garantías procesales cabe mencionar el principio de legalidad, el 

principio de presunción de inocencia, el derecho a un proceso justo, el 

recurso de exhibición personal y el proceso de amparo. Se prevé 

también el derecho de asilo, de petición, de reunión y manifestación y 

la inviolabilidad de correspondencia y de vivienda, etc.  

 

En materia penal los Principios penales regulados en el Estatuto 

no tienen desconcierto con los Principios penales de la Legislación 

                        
51 Constitución Política de Guatemala, Preámbulo, título II “La persona, fines y deberes 

del Estado”, capítulo Único. Artículos 1 y 2. 
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interna precedido en primera instancia a que fueron tomados de los 

principales sistemas de justicia de las naciones, además que el 

Estatuto busca contar con las garantías necesarias para un proceso y 

juicio eficaz. 

 
2.6.3  El delito de Crímenes de Guerra en la legislación nacional  

 

Conocido es que los Crímenes de Guerra son las violaciones a 

las leyes internacionales de la guerra por parte de un país, sus civiles 

o su personal militar, pues esas leyes internacionales son el resultado 

de años de preparación y esfuerzo para su implementación, por eso 

deben ser obedecidas por todos los Estados, en ese contexto se 

pueden reflejar los tratados en materia de Derecho Humanitario que 

los Estados han firmado, por ejemplo los Convenios de Ginebra de 

1949 y los Protocolos adicionales de 1977. 

 

No obstante, lo grave del delito de Crímenes de Guerra es que 

pueden trazarse en dos facetas como Crímenes contra la Paz que 

incluyen la planificación, preparación o inicio de una campaña de 

agresión, y como Crímenes contra la Humanidad incluyéndose aquí 

los crímenes contra civiles y soldados, a la vez violaciones a las 

reglas que especifican la manera en que la guerra es conducida una 

vez que se ha iniciado, que incluyen además las prohibiciones de 

asesinato de civiles, bombardeos indiscriminados, uso de ciertos tipos 

de armas, trato inhumano de prisioneros de guerra, etc.  

 

Cualquier violación de ambas facetas puede considerar como 

Crímenes de Guerra y más si las violaciones se realizan con dicho 

propósito de forma agravada se pueden considerar como violaciones 

graves. 
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2.6.4  Análisis comparativo de la investigación y el enjuiciamiento en el 
Estatuto de Roma y el Código Procesal Penal de Guatemala  

 

Habiendo realizado un análisis comparativo sobre el delito de 

Crímenes de Guerra es indispensable conocer el procedimiento que 

llevan ambas normativas en torno al juicio y la investigación sobre el 

cual se basa nuestro ordenamiento jurídico para tipificar ciertos delitos 

clasificados como de lesa humanidad. 

 

Tanto la investigación como el enjuiciamiento se tratan en el 

Estatuto de Roma en la Parte V en los Artículos 53 al 76, y en el 

Código Procesal Penal de Guatemala los ubicamos en los Artículos 

70 al 397.  

 

En ambos se fundamenta información razonable para creer que 

se cometió un crimen, en esa evaluación e investigación le 

corresponde  a la Fiscalía. Para las funciones y atribuciones del Fiscal 

con respecto a la investigación en los Códigos está establecida 

taxativamente.  

 

El Estatuto de Roma contempla la Sala de Cuestiones 

Preliminares en nuestro medio penal son los Tribunales de Instrucción 

Penal con el agregado de que esta Sala puede realizar medidas de 

oficio para reunir o preservar pruebas, también adoptar de oficio 

medidas cuando el Fiscal no ha solicitado cuestiones esenciales a 

favor de la defensa. Lo cual en el ordenamiento jurídico guatemalteco 

no se puede en virtud que es acusatorio y esta función 

exclusivamente le pertenece al Ministerio Público. 

 

Se contempla también la Sala de Primera Instancia que son los 

Tribunales de Sentencia Penal  y que tienen como función realizar  

juicios, enmarcado en cierto ordenamiento relacionado con principios 
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del debido proceso,  como nuestro Código Procesal Penal, teniendo 

funciones de decidir sobre la admisibilidad o pertinencia de las 

pruebas, ordenar la presentación de pruebas adicionales, adoptar 

medidas para la realización del juicio público, ordenar comparecencia 

y declaración de testigos así como de protección de información 

confidencial velándose por que el juicio sea justo y se sustancie con 

pleno respeto del acusado y de las víctimas. 
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CAPÍTULO 3 
RESPONSABILIDAD PENAL PROVENIENTE DEL CONFLICTO 

ARMADO INTERNO EN GUATEMALA 
 

3.1  Definición de responsabilidad 

 

La persona que resulte responsable de la comisión de un delito debe 

acudir ante los órganos jurisdiccionales a dar cuenta a la justicia por la 

conducta realizada, a fin de establecer el grado de su accionar. 

 

El Código Penal de Guatemala, establece entre sus articulados a 

quiénes considera como responsables de la comisión de un delito y 

encuadra dentro del mismo su conducta delictiva; de concretarse su 

responsabilidad, esta puede extenderse al ámbito civil.52  

 

Puig Peña; citado por De León Velasco y de Mata Vela, define la 

Responsabilidad como “El deber jurídico que incumbe al individuo de dar 

cuenta del hecho realizado”.53 De esa cuenta es como el sujeto activo 

puede llegar a esclarecer los hechos que en su contra se imputan y por 

consiguiente causa que se le ventile. 

 

En mismo sentido Manuel Osorio, refiere que la responsabilidad penal  

 
 

“…es la que se desprende de la ejecución de actos penalmente 

sancionables, y que tiene dos manifestaciones: la que recae en la 

persona del autor del delito y que puede afectar a su vida, donde la 

                        
52 Congreso de la República. Código penal decreto 17-73. (Guatemala: Librería jurídica, 1973) 
53 Jose Francisco de Mata Vela, Hector Anibal de León Velasco. Derecho penal guatemalteco 

(Guatemala, Guatemala: editor Magna Terra, 2011)300. 
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pena de muerte subsiste, a su libertad, a su capacidad civil, o a su 

patrimonio; y la que civilmente recae sobre el propio autor de la 

infracción, por vía de reparación del agravio material o moral que 

haya causado…”  

 
 
Aquí refiere el jurisconsulto a los alcances de la responsabilidad penal, 

es decir, que dependiente del delito, al bien jurídico que atenta el sujeto 

activo del delito y el grado de participación, así va ameritar la pena a 

imponer, es lo que en derecho penal sustantivo se le denomina la 

proporcionalidad de las penas. 

 

La proporcionalidad de las penas es un principio fundamental del 

derecho penal, por lo que atañe al tema de la responsabilidad penal, 

puesto que tales cargos imputados al infractor penal, pueden recaer en su 

vida, libertad o en su patrimonio, o bien puede ser acreedor de la 

imposición de una de las medidas de seguridad regulados en el Artículo 88 

del Código Penal y su respectivo procedimiento regulado en el Código 

Procesal Penal. Además que, la responsabilidad penal conlleva una 

responsabilidad civil, debiendo responder con sus bienes por los daños y 

perjuicios causados, y para el reclamo de los mismo por la persona 

agraviada puede acudir dentro del procedimiento común mediante la figura 

jurídica de la reparación digna o bien acudir a un órgano jurisdiccional del 

ámbito civil. 

 

Una consideración muy importante que hace Osorio, es que entiende 

por responsabilidad penal a la responsabilidad criminal en el sentido que es 

“la aneja a un acto u omisión penado por la ley y realizado por persona 

imputable, culpable o carente de excusa voluntaria. Se traduce en la 

aplicación a una pena”.54 

                        
54 Ibíd. 
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La responsabilidad se considera una cualidad y un valor del ser 

humano. Se trata de una característica positiva de las personas que son 

capaces de comprometerse y actuar de forma correcta. En muchos casos, 

la responsabilidad viene dada por un cargo, un rol o una circunstancia, 

como un puesto de trabajo. En una sociedad, se espera que las personas 

actúen de forma responsable, ejerciendo sus derechos y desempeñando 

sus obligaciones como ciudadanos. En muchos casos, la responsabilidad 

obedece a cuestiones éticas y morales. 

 

Por lo que cada una de las conductas humanas surgidas en la 

convivencia en sociedad que van contrarias a las normativas expresas, 

tendrán como consecuencia que serán vistas como responsabilidades las 

cuáles serán penadas o contaran con una sanción de acuerdo a la 

responsabilidad que recaiga sobre el agente actor ya sea por una acción u 

omisión realizada. 

 

3.2  Efectos de la responsabilidad penal en Guatemala 

 

Los efectos propios de la responsabilidad penal estriba conforme al 

delito que se comete y de las circunstancias personales y del grado de 

participación del sujeto activo del delito, debido a que si una persona 

realiza la comisión de un delito con intención, voluntad y finalidad, no 

actuando ciegamente y consciente de su accionar, entonces se le aplicará 

una pena, pero si tales acciones delictivas son cometidas por una persona 

que padece de trastorno mental o que puede ser un sujeto calificado como 

ebrio consuetudinario, entonces se le aplicará algunas de las medidas de 

seguridad contenidas en el Código Penal. Otra consecuencia de la 

comisión de una delito, es que la persona que lo ejecuta responde no solo 

penalmente, sino civilmente. 
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3.2.1  Penas 

 

La pena puede ser considerada como un castigo que se le 

aplicaba a una persona que se le consideraba responsable de un 

crimen en la época de la inquisición. Es decir, que la pena no era más 

que hacer sufrir a un individuo por su actuar, como un medio represor 

y no reformador. 

 

Hoy en día, y con la evolución del Derecho Penal como ciencia, la 

pena es calificada como una consecuencia jurídica del delito, es decir, 

el resultado de la comisión de un crimen, y para ello no solo busca la 

regresividad sino la reparación, prevención y un aspecto reformador 

en el delincuente. 

 
 

“Mezger dice que en sentido Pena accesoria, Pena 
correccional estricto es -la imposición de un mal proporcionado 
al hecho-; es decir, una retribución por el mal que ha sido 
cometido. Y en sentido auténtico, la pena es la que 
(corresponde, aun en lo que respecta al contenido, al hecho 
punible cometido), debiendo existir entre la pena y el hecho una 
equiparación valorativa, equiparación desvalorativa“.55 

 
 
El Código Penal no establece una definición de pena, sino 

directamente se enfoca a señalar que clase de pena se regulan, pero 

para ello la doctrina a través de juristas que han estudiado a fondo la 

pena han formulado una definición debe entenderse como una 

restricción o privación de derechos que se ejecutan de manera 

efectiva en la persona del sentenciado. Y al hablar de pena, se debe 

de referir a la punición que no es más que la fijación que hace el juez 

entre un mínimo y un máximo la pena a imponer, quedando a 

disposición de las autoridades administrativas para ser internado en el 

                        
55 Ibíd. 
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Centro de Readaptación Social correspondiente, en el caso de 

nuestro país en el Sistema Penitenciario.  

 

Se entiende por pena la ejecución real y concreta de la punición 

que el Estado impone a través del órgano jurisdiccional 

correspondiente, con fundamento en la Ley, al sujeto del que se ha 

probado su responsabilidad penal por la comisión de un delito. Las 

características que debe tener la pena son: intimidatoria, aflictiva, 

ejemplar, correctiva, justa, legal. Como se dijo, los fines de la pena 

deben de ser de corrección, de protección y de intimidación. 

 

En los delitos cometidos dentro del Conflicto Armado Interno en 

Guatemala existe aún pocos casos en los cuales se han procesado y 

condenado a personas que participaron como autores o cómplices  

por la comisión de hechos delictivos, los que en algún momento 

pudieran encuadrarse en algún tipo penal regulado en nuestro 

ordenamiento jurídico. Llegando un poco más allá aquellos delitos 

denominados de genocidio y lesa humanidad los cuales según la 

normativa especial son imprescriptibles, significando que siempre que 

existan elementos probatorios podrán juzgarse ante órgano 

competente y que según al Estatuto de Roma, tratado aceptado y 

ratificado por Guatemala, debe penarse. 

 

3.2.2  Medidas de seguridad 

 

Una breve descripción sobre el origen de las medidas de 

seguridad, se puede establecer que fueron los máximos exponentes 

de la escuela positiva, como Enrico Ferri, Rafael Garófalo y Cesare 

Lombroso, puestos que ellos argumentaban que no bastaba la sola 

imposición de una pena como consecuencia de la comisión de un 

delito, sino que era necesario que el delincuente debiera ser 
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rehabilitado para devolverlo a la sociedad como un ente útil y así 

prevenir el delito. 

 

Las medidas de seguridad son las prevenciones con el cual el 

Estado trata de evitar la comisión de delitos, basándose en la 

condición situacional del sujeto activo, pudiendo ser impuesto por 

tiempo determinado e indeterminado; incluso varios juristas opinan 

que se puede aplicar antes de que se cometa el delito, a diferencia de 

la pena, que solo podrá imponerse después de cometido y 

comprobado a través de una sentencia el delito. Otras ideas 

complementarias son las siguientes: La medidas de seguridad son las 

medidas complementarias o sustitutivas de las penas, que, con fines 

preventivos, puede imponer el juez a personas inimputables que 

hayan exteriorizado su peligrosidad criminal o de los que puede 

temerse que vuelvan a delinquir.56 

 

En el mismo sentido se tiene que las medidas de seguridad son 

las prescripciones que el juez, cuando ha constatado la culpabilidad 

de un acusado responsable, impone tanto accesoriamente a la pena 

tanto en lugar de ella, con el objeto de prevenir delitos, esto 

atendiendo a la condición del penado y su situación jurídica. 

 

Según, De Mata Vela y De León Velasco, argumentan que las 

medidas de seguridad son formas de defensa de naturaleza social 

que imponen los órganos jurisdiccionales, dígase Juzgados de 

Instancia Penal, con el fin de prevenir el delito y rehabilitar al sujeto 

activo del hecho punible o bien a un sujeto inimputable.57 

 

                        
56 Fredy Fredy Escobar Cárdenas. Compilaciones de derecho penal. (Guatemala, Guatemala: 

Magna Terra, séptima edición 2015) 233. 
57 Héctor Aníbal de León Velasco y José Francisco de Mata Vela. Derecho Penal 

Guatemalteco. (Guatemala, Editorial Crockmen, 2011) 298. 
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Las medidas de seguridad que pueden imponer un juez de 

instancia penal debe responder a un principio fundamental como es el 

de Legalidad con el cual el tribunal no puede imponer medidas no 

reguladas previamente por el Código Penal, es decir, aquí no podría 

aplicarles la analogía, además dichas medidas deben ser 

determinadas e impuestas de forma indefinida. 

 

Por lo que con este tipo de sanciones puede atacarse de distinta 

forma los flagelos de la sociedad que tienen importancia para el 

derecho penal. 

 

3.2.3  Prevención general y particular 

 

La prevención general y particular tiene que ver directamente con 

las teorías sobre la pena. Hay 3 tipos de teorías: a) Teoría 

retributivas: esta teoría indica que la pena es una reacción que mira al 

pasado, cuya finalidad es el castigo por el hecho cometido, es decir, 

que el Estado a través de sus órganos jurisdiccionales al imponer una 

pena busca únicamente castigar al delincuente, mas no su 

rehabilitación. b) Teoría de prevención general: esta teoría indica que 

la pena sirve como amenaza dirigida a los ciudadanos por la Ley para 

evitar que delincan, es lo que en doctrina penal se le conoce como 

certeza y claridad de la Ley penal, que es un postulado del principio 

de Legalidad, o bien se le puede analizar desde el punto de vista de la 

función del tipo penal, que encuadraría en la función motivadora.  c) 

Teoría particular: Lucha contra el delito mediante la actuación sobre el 

delincuente para que no vuelva a delinquir, bajo esta teoría se puede 

relacionar a lo que se le denomina los sustitutivos penales, tales como 

la libertad condicional, suspensión condicional de la pena y el perdón 

judicial contenidos en el Código Penal. d) Las teorías mixtas: combina 

las teorías anteriores. 
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Las teorías relativas o preventivas de la pena, tienen esa 

naturaleza -relativas- porque parten de una idea, la pena es un 

instrumento para prevenir delitos, según algunos juristas. Por lo tanto 

dentro del derecho penal se identifica que alguna de las 

características del mismo es la última ratio o último recurso del 

Estado, para garantizar la paz social, esto quiere decir que se utilizará 

el derecho penal como último recurso para la solución de un conflicto 

que bien pueda ser solucionado por una norma administrativa o civil. 

 

La prevención general concibe la pena como una amenaza que 

se dirige a los gobernados y tiene como finalidad coaccionar a éstos 

últimos, para que no lleguen a cometer un delito. En Guatemala, 

además del Código Penal y leyes especiales, se cuenta con la Ley de 

Probidad y Responsabilidades de Funcionarios y Empleados 

Públicos.  La pena es disuasoria. La intimidación, nace en el momento 

de la emisión de la norma penal, así como la imposición de la pena a 

un sujeto que ya ha delinquido.  

 

Lo que justifica la pena es su  interés de naturaleza utilitaria, o lo 

que es lo mismo, su necesidad, deriva de su aptitud como instrumento 

de prevención general, que se realiza tanto a través de la amenaza de 

la pena, como también por medio de su efectiva ejecución. 

 

El objetivo de la pena no es proteger bienes jurídicos mediante la 

intimidación, sino que ese fin es más abstracto, consiste en reafirmar 

la confianza del destinatario de la norma penal, en base a la eficacia 

del ordenamiento jurídico. Se acepta en estos tiempos, que la pena 

tiene una finalidad encaminada a proteger bienes jurídicos 

(prevención general). 
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La prevención especial, se fija en el sujeto concreto, que ya ha 

cometido un delito y la función de la pena es que el sujeto que ha 

delinquido no vuelva a delinquir. Von Liszt sustenta que la pena 

correcta es la pena necesaria, y necesaria es la pena fin o pena 

defensa, orientada a la tutela de bienes jurídicos. La necesidad de la 

pena la mide el autor referido por medio de criterios de prevención 

especial, según los cuales han de imponerse para resocializar a los 

delincuentes necesitados y susceptibles de reeducación; para 

intimidar a aquellos en que no concurra dicha necesidad y para 

neutralizar a los incorregibles. 

 

3.2.4  Sustitutivos penales 

 

Se puede comprender como tales: 

 
Aquellos beneficios que la Ley le concede a los sentenciados que 

reúnen ciertos requisitos, para los efectos de que puedan acogerse a 

ellos en vez de purgar la pena corporal impuesta en sentencia. 

 

De Mata Vela y De León Velasco definen los sustitutivos penales 

como: 

 
 
“Medios que utiliza el Estado, a través de los órganos 

jurisdiccionales, encaminados a sustituir la pena de prisión, 
atendiendo a una política criminal con el fin de resocializar al 
delincuente, dándole la oportunidad de reintegrarse a la sociedad y 
que no vuelva a delinquir”.58 

 
 
Estos beneficios están destinados a quienes mediante sentencia 

se les haya concedido. Para hacerse acreedor de estos beneficios es 

necesario realizar ciertos trámites, entre ellos acudir ante el Juez de la 

                        
58 Ibíd.314. 
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causa una vez que ha causado ejecutoria la sentencia y manifestarle 

su decisión de acogerse al beneficio concedido.  

 

Mencionados los sustitutivos penales los encontramos regulados 

en la propia ley penal, que tratan siempre de verificar y resguardar la 

libertad de la persona como objeto primario, dependiendo de las 

circunstancias y calificación del tipo penal en que se encuadre la 

conducta, tales como la suspensión condicional de la pena, la libertad 

condicional y el perdón judicial. 

 

3.2.5  Causas extintivas de la responsabilidad penal. 

 

El tema tiene que ver con la manera en que puede terminar la 

acción penal o la pena. Para ello hay que recordar que la acción penal 

es una atribución del Estado, consistente en hacer que las 

autoridades correspondientes apliquen la norma penal a los casos 

concretos por presentarse. En el caso de Guatemala la acción penal y 

la persecución penal es ejercitada por el Ministerio Público como ente 

investigador y acusador, en los casos de acción pública y el propio 

agraviado en los casos de la acción privada.59 

 

La extinción penal es la forma o medio por el cual cesa o termina 

la acción penal o bien la pena. La manera más común y la principal es 

el cumplimiento de la pena, que extingue de inmediato la pena o la 

medida de seguridad impuesta.  

 

Se extingue la responsabilidad penal, es decir, en el momento en 

que el sujeto activo acude a los órganos jurisdiccionales a dar cuenta 

de lo que se le imputa por parte del Ministerio Público o bien por parte 

del accionante civil, cuando muere el procesado o del condenado, por 

                        
59 Ibíd.248 
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amnistía, o sea el perdón del delito, por perdón del ofendido, por 

prescripción porque el delito ya no pueda perseguirse por razón del 

tiempo, y por cumplimiento de la pena. 

 

Se extingue la pena, es decir, cuando el sujeto activo ya fue 

procesado, condenado y se encuentra cumpliendo la pena impuesta, 

ya sea por el cumplimiento total de la pena, por muerte del reo, por 

amnistía o perdón del delito, por indulto o perdón de la pena, por 

perdón del ofendido o por prescripción.  

 

Por lo que podrá existir dentro de un proceso penal, la extinción 

de la responsabilidad penal y de la pena según lo regulado en los 

Artículos 101 y 102 del Código Penal y la extinción de la persecución 

penal según lo regulado en el Artículo 32 del Código Procesal Penal. 

 

3.3  Causas de extinción de la responsabilidad 

 

En el Código Penal guatemalteco (Decreto 17-73 del Congreso de 

la República de Guatemala), en su Artículo 101 se establece que la 

responsabilidad penal se extingue por: 1. Muerte del procesado o del 

condenado; 2. Amnistía; 3. Perdón del ofendido en los casos que la 

ley lo permita expresamente; 4. Por prescripción; 5. Por cumplimiento 

de la pena.60 

 

Como se puede interpretar dentro de estas causas de extinción 

de la responsabilidad penal no se incluye el indulto, sino que lo 

enmarca únicamente dentro de causas de extinción de la pena 

contenidas en el Artículo 102 del Código Penal, lo cual obedece a que 

en nuestra legislación el indulto hace desaparecer la pena, pero no el 

delito, en cambio la amnistía aparte de hacer desaparecer la pena 

                        
60 Congreso de la República. Código penal decreto 17-73. (Guatemala: Librería jurídica, 1973) 
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extingue por completo el delito y todos sus efectos, de conformidad 

con el Artículo 104 del Código Penal. Existiendo una diferencia 

notable en sus efectos. 

 

3.3.1  La muerte del reo, procesado o condenado  

 

Actualmente nadie duda que con la muerte del delincuente, no 

sólo se extingue la acción penal, sino también la pena de carácter 

personal, aun cuando haya recaído sentencia firme.  

 
 

“Las legislaciones siguen diversos criterios, mientras unas 
declaran que la muerte del condenado no extingue las multas y 
demás penas pecuniarias, las cuales se asimilan a una deuda 
hereditaria, otras declaran sin limitación alguna, que la muerte 
del condenado extingue el derecho de ejecutar la condena, o 
que extingue la pena, otras, declaran expresamente que la 
muerte del condenado extingue toda clase de penas, tanto 
personales como pecuniarias”.61  

 
 

Nuestro Código Penal establece en su Artículo 103 que se 

extingue también la pena pecuniaria impuesta pendiente de satisfacer 

y todas las consecuencias penales de la misma. 

 

La situación de la muerte del procesado pueden ser por causas 

naturales o bien porque no se le aseguro la vida y su integridad 

conforme a la ley de protección de sujetos procesales y pueda haber 

perdido la vida por algún suceso criminal. La muerte del condenado, 

podría también darse por causas naturales o bien porque se le 

impuso la pena de muerte y la misma haya sido ejecutada. 

 

 

                        
61 Eugenio Cuello Calón. Derecho Penal, parte general 18ª. edición. (Barcelona España: Editorial 

Bosch 1 980) 772. 



65 
 

 

 

 

3.3.2  Cumplimiento de la pena 

 

Algunos autores indican que cualquiera que sea la doctrina penal 

que se ofrece, es indudable que declarada la pena, cuando ésta se ha 

cumplido totalmente, la responsabilidad criminal queda extinguida. 

 

La condena se entenderá cumplida, y extinguida la 

responsabilidad criminal, cuando haya transcurrido el tiempo señalado 

en la sentencia condenatoria, o bien se le condeno a la pena de 

muerte. 

 

Tratándose de penas de privación de libertad, de restricción de la 

misma y de privación de derechos no se podrá considerar cumplida 

hasta que se extinga todo el tiempo fijado en la sentencia, que podrá 

ser acortado por indulto, amnistía, o perdón del ofendido en los delitos 

privados. También puede ser acortada su duración por el beneficio de 

redención de penas por el trabajo, pues las reducciones que esta 

medida determina son definitivas.62 

 

3.3.3  Perdón del ofendido 

 

En algunos delitos, llamados privados o de acción privada la 

persecución penal queda supeditada a que el ofendido o llamado 

también agraviado, accionante civil, querellante exclusivo, o sus 

representantes se querellen o denuncien el hecho. Sucede esto en 

aquellos que más afectan a la intimidad personal y familiar (injurias, 

calumnia, violación, etc.). Fuera de estos casos la acción penal es 

pública y puede ser ejercitada al margen de la voluntad del ofendido, 

                        

               62 José Francisco de Mata Vela, Hector Anibal de León Velasco. Derecho penal guatemalteco 
(Guatemala, Guatemala: editor Magna Terra, 2011)308. 
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salvo que éste con su consentimiento anterior al hecho, pueda 

justificarlo.63 

 

Por consiguiente, el perdón del ofendido tendrá solamente 

eficacia en algunos tipos penales legalmente establecidos en el 

ordenamiento jurídico. 

 

El Artículo 106 del Código Penal establece que solo será 

permitido en aquellos delitos perseguidos mediante denuncia y 

querella, pero de igual forma en los Artículos  24 ter y 24 quáter del 

Código Procesal Penal se establece los delitos de acción pública 

dependientes de instancia particular y los de acción privada, los 

cuales son objeto de revocación según el Artículo 35 del mismo 

cuerpo legal.  

 

 

3.3.4  El indulto o gracia  

 

En virtud del indulto dice EUSEBIO GÓMEZ:  

 
 

“El Jefe de Estado remite o perdona, en todo o en parte, la 
pena impuesta a un condenado, y siempre con espíritu de 
gracia, el mismo jefe de estado dispone que el condenado 
cumpla una pena distinta de la que le fue impuesta y, desde 
luego, menos grave”.64  

 
 

Cuando la remisión que hace de la pena el poder ejecutivo es 

total, se denomina indulto. Cuando es parcial, su nombre técnico y 

gramatical, es el de conmutación. 

 

                        
63  Ibid.310. 
64 Francisco Muñoz Conde, Teoría general del delito. (Bogotá Colombia. Editorial Temis, 2 001)  

177. 
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“El indulto hace desaparecer la pena, pero no el delito; y la 
conmutación, generalmente confundida con el perdón, sólo 
indica un indulto relativo. La conmutación y el indulto no se 
pueden decretar sino después de la condena del acusado por 
sentencia firme. El acusado se pone a la orden del juez y no sale 
de esa jurisdicción hasta que termina el proceso. Sólo cuando 
media condena, se entrega al reo a la autoridad administrativa, 
la cual lo tiene a sus órdenes para hacer cumplir la sentencia”.65 

 
 

Pero aun admitiendo su conveniencia no puede menos de 

reconocerse que el día en que el tratamiento penitenciario alcance el 

fin reformador propuesto e instituciones como la libertad condicional y 

la rehabilitación lleguen a tener organización adecuada y firme arraigo 

en las legislaciones, perderá el indulto su invocada utilidad, pues la 

finalidad de corrección del reo y de realización de la justicia que se le 

atribuye se cumple más íntegramente con aquéllas. 

 

Son requisitos esenciales para la concesión del indulto en 

otras legislaciones: 

 

a) Que haya recaído sentencia firme comenzada o no a 
cumplir; b) Que los reos se hallen a disposición del tribunal de 
sentencia para el cumplimiento de la condena. c) Que no sean 
reincidentes, sin embargo, se exceptúa el caso en que a juicio 
de  modo que el indultado dejará de sufrir totalmente la pena 
impuesta o la parte de la misma que le hubiere sido remitida, 
pero no perderá nunca la condición de condenado, y, por lo 
tanto, si volviese a cometer nuevos delitos se le podrá apreciar 
la agravante de reiteración o de reincidencia. El indulto puede 
ser total o parcial. El parcial consiste en la remisión de alguna o 
de algunas de las penas impuestas, o de parte de todas las en 
que hubiere incurrido y no hubiese cumplido todavía el 
delincuente. Así, el indulto puede no ser total por dos razones: la 
primera, porque habiendo impuesto el tribunal varias penas 
principales o accesorias no se remita más que alguna o algunas 
de ellas, la segunda, porque no se remita ninguna en absoluto, 

                        
65  Ibíd. 
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sino que se aminoren sus efectos y especialmente su 
duración":66 

   
 

“También pueden dividirse los indultos, aun cuando ésta no 
sea una clasificación legal, en puros y condicionales. Son puros 
los otorgados sin más condiciones que las tácitas de todo 
indulto: 1o. que no perjudique a tercero; 2o. que el penado 
obtenga antes de gozar de la gracia, el perdón de la parte 
ofendida para los delitos sólo perseguibles a instancia de parte; 
3o. que se observe, si así se dispusiere, lo preceptuado para el 
desterrado sobre lugares de entrada prohibida. Es condicional, 
cuando se concede bajo las condiciones que, aconsejadas por la 
justicia, la equidad o la conveniencia pública, se señalan en la 
concesión de la gracia. El tribunal sentenciador no dará 
cumplimiento a ninguna concesión de indulto cuyas condiciones 
no hayan sido previamente cumplidas por el penado, salvo 
aquellas que por su naturaleza no le permitan”.67 

 
 
 

En nuestro ordenamiento jurídico no existe legislación vigente 

para la aplicación del indulto como forma de extinguir la pena. No 

obstante que Guatemala contó con un ordenamiento jurídico bajo el 

Decreto Número 159 de fecha 19 de abril de 1892 que facultaba al 

presidente de la república  de Guatemala otorgar indultos, pero fue 

derogada por el Decreto Número 32-2000 del Congreso de la 

República de Guatemaal. El derecho a solicitar el indulto, la 

conmutación de la pena y la amnistía se encuentra actualmente 

vigente en virtud de los Artículos 4 de la Convención Americana 

Sobre Derechos Humanos y 6 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos.  

 

                        

 66 Eugenio Cuello Calón. Derecho Penal, parte general 18ª. edición. (Barcelona España: Editorial 
Bosch 1980) 777.  

67 Eugenio. Cuello Calón. Derecho Penal, Parte General 18ª. Edición, (Barcelona, 
España: Editorial, Bosch 1 980) 776-780. 
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No existiendo en la actualidad un procedimiento para el 

otorgamiento de dicho beneficio por lo tanto se violentaría el debido 

proceso sin una norma que regule los pasos a seguir. 

 

 
3.3.5  Amnistía 

 

Es una medida legislativa por la cual se suprimen los efectos y la 

sanción de ciertos delitos, principalmente de los cometidos contra el 

Estado. Se distingue del indulto en que uno tiene carácter general y el 

otro particular. La amnistía ha sido definida como un acto del poder 

soberano, que cubre con el velo del olvido las infracciones de cierta 

clase, aboliendo los procesos comenzados o que se deben comenzar, 

o bien, las condenas pronunciadas para tales delitos. 

 
 

    “Por la amnistía se anula la relevancia penal de ciertos 
hechos, extinguiéndose respecto de los mismos, la 
responsabilidades punitivas de ellos”.68  

 
 

La amnistía en su etimología contiene una clara referencia al 

olvido. Se dice habitualmente que borra el delito, y ello es cierto en la 

medida en que comprendamos que lo que borra es la tipicidad de la 

conducta mediante una des incriminación que opera de forma 

anómala, puesto que es una des incriminación temporal. 

 

La amnistía puede dictarse antes, durante o después del 

procesamiento, impide la persecución penal haciendo cesar todos sus 

efectos. De allí que la amnistía extinga la acción penal, puesto que no 

puede permanecer la pretensión punitiva por un hecho des 

incriminatorio que su inmediata consecuencia sea el sobreseimiento. 

                        
68 Federico Puig Peña, Derecho penal. (Barcelona España. Ediciones Nauta S.A. 1 970.)  

471. 
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Cuando media condena, la amnistía extinguirá la acción penal y hará 

cesar la condena y todos sus efectos; en consecuencia si volviese a 

cometer nuevos delitos no se le podrá apreciar la agravante de 

reincidencia.  

 

En Guatemala existe el Decreto Ley Número 8-86 del Jefe de 

Estado que regula la amnistía y que exime de responsabilidad penal 

para aquellos delitos políticos y comunes conexos por el cual es 

vigente y aplicable. Además, la Ley de Reconciliación Nacional 

establece que exime de responsabilidad penal para aquellas personas 

que participaron como autores, cómplices o encubridores durante el 

conflicto armado, siempre en delitos políticos y comunes conexos con 

excepción al delito de genocidio, pero que el Estatuto de Roma de la 

Corte Penal Internacional obliga a perseguirles para evitar así la 

impunidad. 

 
 

      “Dado su carácter de ley des incriminatoria, la amnistía 
no puede ser rechazada por el beneficiario, sea procesado o 
condenado, a diferencia del indulto, que puede ser rechazado 
por el indultado procesado cuando afecta su derecho de defensa 
en juicio”.69  

 
 
3.4  Otras responsabilidades legales 

 

La responsabilidad legal es el deber de una persona o empresa para 

realizar un acto designado o para prestar servicio como consecuencia de 

una ley o contrato concreto. La definición de la responsabilidad legal es un 

tanto amplia y se aplica a varios tipos de responsabilidades, todos los 

cuales ofrecen recursos legales por incumplimiento.  

 

                        
69 Eugenio Raúl Saffaroni. Tratado de derecho penal. Parte general (Buenos Aires, 

Argentina: Editorial Comercial, industrial y Financiera S.A. 1 987) 481-485. 
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Así como se analiza la responsabilidad penal también puede surgir otro 

tipo de responsabilidades, las cuales tendrán las sanciones de conformidad 

con la naturaleza de la misma. 

 

3.4.1  Responsabilidad administrativa  

 

La responsabilidad es administrativa cuando la acción u omisión 

contraviene el ordenamiento jurídico administrativo y las normas que 

regulan la conducta del funcionario público, asimismo cuando se 

incurriere en negligencia, imprudencia o impericia o bien incumpliendo 

leyes, reglamentos, contratos y demás disposiciones legales a la 

institución estatal ante la cual están obligados o prestar sus servicios; 

además, cuando no se cumplan, con la debida diligencia las 

obligaciones contraídas o funciones inherentes al cargo, así como 

cuando por acción u omisión se cause perjuicio a los intereses 

públicos que tuviere encomendados y no ocasionen daños o 

perjuicios patrimoniales, o bien se incurra en falta o delito.  

 

3.4.2  Responsabilidad civil 

 

Genera responsabilidad civil la acción u omisión que con intención 

o por negligencia, imprudencia, impericia o abuso de poder, se 

cometa en perjuicio y daño del patrimonio público, independiente de la 

responsabilidad penal que se genere. Los daños y perjuicios 

provenientes de la responsabilidad civil se harán efectivos con arreglo 

al Código Civil y demás disposiciones legales vigentes sobre la 

materia, salvo que la acción civil se decida dentro de la acción penal 

en forma conjunta.70 

 

                        
70 José Francisco de Mata Vela, Héctor Aníbal de León Velasco, Derecho penal guatemalteco 

(Guatemala, Guatemala: Magna Terra, 2011)312. 
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Cabe resaltar de igual forma que el Artículo 112 del Código Penal 

establece que toda persona responsable penalmente lo será 

civilmente, independientemente si fuere delito o falta.  

 

Por lo que una sentencia condenatoria por un delito cometido 

dentro del conflicto armado, conllevara consigo una reparación digna 

como parte de la reparación civil. 

 

3.4.3  Responsabilidad penal 

 

Genera responsabilidad penal la decisión, resolución, acción u 

omisión realizada por las personas que contraria a la Ley y que, de 

conformidad con la ley penal vigente, constituyan delitos o faltas. Para 

lo cual deberá ser típico, antijurídico, culpable y punible.  

 

3.4.4  Responsabilidad por cumplimiento de orden superior 

 

Ninguna persona está obligada a cumplir órdenes de un superior 

jerárquico sí contrarían las leyes internas, caso contrario responderá 

por los actos realizados con pleno conocimiento de la ilegalidad. 

 

3.5  Derecho Comparado – Colombia, Chile, México- 

 

 Colombia: 

 
 

“El conflicto armado interno en Colombia se originó desde 
principios del año de 1960, desde su independencia  el país no había 
estado ajeno a la violencia partidista lo cual se evidenció en guerras 
civiles que culminaron con la “Guerra de los Mil Días” siendo las 
causas principales, la pobreza, la falta de educación  y el abandono 
estatal; lo que provoco reclutamiento forzado, desplazamiento forzado 
muertes de campesinos y dirigentes sociales así como narcotráfico 
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que empieza a tener más influencia apoyado de grupos paramilitares 
como la guerrilla”.71 

 
 
Los grupos insurgentes surgieron motivados por las desigualdades 

sociales entre los que surgieron están: las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia (FARC) y el Ejército de Liberación Nacional 

(ELN). 

 

Las FARC nacen de las repúblicas independientes al interior de 

Colombia zonas extremamente controladas por guerrilleros comunistas, 

donde no tenía presencia el ejército, ni la policía lo que condujo a que 

creciera en número y zonas de influencia, recibiendo beneficios del negocio 

de tráfico de estupefacientes comienzan a establecer pistas clandestinas, 

cristalizadores y laboratorios donde los estupefacientes eran procesados, 

resguardados por la guerrilla, empiezan a surgir nuevos ricos beneficiados 

del negocio de los estupefacientes, por estas razones tuvo consigo 

atentados terroristas y asesinatos de carteles.72 

 

Capos como Gonzalo Rodríguez Gacha formo ejercito propio, para 

combatir guerrillas recayó en inicio de los Paramilitares los cuales fueron 

Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y las águilas negras que se han 

encargado de negocios de droga, atentado contra la vida humana, 

realizaron masacre, torturas y extorsiones; ambos fueron los grandes 

reclutadores de niños. 

 

En el caso de la guerrilla se acentúa el secuestro, mientras que los 

grupos paramilitares realizan numerosas masacres. Ambos grupos, 

además de fuerzas estatales, realizaron violaciones a los derechos 

humanos. 

 

                        
71 Conflicto Armado en Colombia. http//:www.elmundo.com (8 de febrero de 2016) 
72 Ibíd. 
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En el año 1984 se trató de llegar a un acuerdo entre el gobierno y la 

FARC, lo cual no tuvo el éxito esperado ya que los miembros fueron blanco 

de escuadrones de extrema derecha y miles fueron asesinados por lo que 

generan desconfianza para dejar las armas.  En  el Gobierno de Álvaro 

Uribe se llevó a cabo otro revuelo donde se lanzó un embate contra las 

FARC donde se produjeron bombardeos a campamentos rebeldes, 

abatieron varios de sus máximos líderes, lo que logro debilitarlos y los 

coloco en una posición más favorable para negociar. 

 

En el año 2012 iniciaron diálogos de la Habana entre los líderes 

guerrilleros y el gobierno de Juan Manuel Santos. 

 

Llegaron a conclusiones que las FARC tienen 180 días; fecha que no 

fue precisada pero contándose desde junio de 2016, para entregar las 

armas a la Organización de las Naciones Unidas quien se encargará de 

recibir la totalidad del armamento de las FARC-EP en la primera fase, a los 

90 días de la firma, se recogerá el 30%; a los 120 días otro 30% y a los 180 

días el 40% restante para destinarlo a la construcción de tres monumentos, 

acordados entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP según el  acuerdo 

suscrito en La Habana para un cese al fuego definitivo en Colombia. 

 

Después de tantos años de guerra y tener una de las guerrillas más 

violentas de América Latina, la política y la historia de la humanidad nos 

han mostrado que el poder que desean ostentar algunos sectores es lo que 

acarrea todo el conflicto. 

 

Atentan contra el derecho más fundamental el Derecho a la vida, no se 

respeta la libertad de locomoción, de expresión y a la propiedad, y la paz 

no se obtiene hasta que estos derechos son respetados. 
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Chile: 

 

En Chile también ocurrió un hecho trágico para el país y fue durante el 

gobierno de José Manuel Balmaceda presidente en el año de 1890, por 

causas de tensiones políticas entre grupos que esperaban ostentar el 

poder los que llevaron a un enfrentamiento al ejecutivo con el parlamento; 

el Congreso Nacional negó la aprobación de leyes que precisaban las 

fuerzas de mar y tierra como también la Ley de Presupuesto de gastos 

públicos. 

“El Presidente reaccionó declarando, en una Proclama 
pública del 7 de enero de 1891 que, dada la situación de 
ingobernabilidad producida, se renovaban las mismas leyes 
sobre esa materia dictadas el año anterior. Los partidos de la 
oposición respondieron con el Manifiesto de los Representantes 
del Congreso a bordo de la Escuadra, desconociendo las 
facultades del poder ejecutivo. Balmaceda, el 11 de febrero de 
1891, ordena la inmediata clausura del Congreso Nacional. 
Comenzaba así una guerra civil, que duraría seis meses y 
costaría la vida a más de 4.000 chilenos, en una población de 
algo más de dos millones y medio de habitantes”.73 

 
 
“Los congresistas contaron con el completo apoyo de 

la Marina, a cargo del Capitán de Navío Jorge Montt, también se 
le sumaron algunos oficiales del Ejército como Estanislao del 
Canto. Por su parte, el Ejército regular, con sus cuatro divisiones 
de Coquimbo, Valparaíso, Santiago y Concepción, se mantuvo 
leal al Presidente Balmaceda. La contienda se dio por mar y 
tierra. Durante los primeros meses el escenario de la guerra fue 
el Norte de Chile donde los congresistas contaban con amplio 
apoyo. Allí se libraron las batallas de Zapiga, Dolores, Huara, 
Iquique, Pozo Almonte, Caldera y Calderilla”.74 

 
 
En agosto, hacia el final de la contienda, las batallas se 

trasladaron a la zona central. La ciudad de Santiago tampoco se libró 

de vivir terribles y violentos acontecimientos. El predio de Carlos 

                        
73Investigaciones de memoria chilena. La guerra civil de 1981. 

http:/www.memoriachilena.cl.html (31 de enero 2016). 
74 Ibid. 

http://www.memoriachilena.cl/602/w3-article-662.html
http://www.memoriachilena.cl/602/w3-article-596.html
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javascript:void(0);
http://www.memoriachilena.cl/602/w3-article-3498.html
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Walker Martínez -actualmente la comuna de La Florida- fue escenario 

de la sangrienta muerte de 84 jóvenes antibalmacedistas, conocida 

como la Masacre de Lo Cañas ya que fue una de las más escuchadas 

en Chile, este sangriento hecho tiene similitud a los hechos de tierra 

arrasada que se suscitaron en Guatemala. 

 
La guerra en Chile fue el foco principal para el  resto del mundo, 

principalmente la prensa internacional. Los Estados Unidos apoyaban 

abiertamente a Balmaceda, mientras Gran Bretaña, no ocultaba sus 

predilecciones por el partido de los revolucionarios. 

 
Luego de las Batallas de Concón y Placilla, fue indudable la 

victoria de las fuerzas congresistas. El Presidente Balmaceda 

reconoció su derrota y dimitió de su cargo el 29 de agosto de 1891, 

entregando la soberanía del país al general Manuel Baquedano. Ese 

mismo día se dio comienzo a un violento saqueo a las residencias de 

importantes personas que apoyaban a Balmaceda, en la ciudad de 

Santiago y otras ciudades. 

 
 

“El conflicto de 1891 fue un acontecimiento que involucró a 
todo el tejido social, generando consecuencias de orden político, 
económico, social y cultural. Diversos autores han entregado sus 
interpretaciones acerca de esta guerra. Algunos han visto en la 
personalidad autoritaria de Balmaceda, el origen de todo el 
conflicto; otros lo describen como una división interna de la clase 
gobernante; y otros, más allá de estas causas políticas o 
psicológicas, han buscado explicar este conflicto a partir de la 
pugna de intereses económicos entre una elite más tradicional, 
acostumbrada a detentar el poder total; y una nueva 
oligarquía emergente, más moderna, que junto con Balmaceda 
buscaba sentar las bases de un Estado moderno”75 

 
 

                        
75 Investigaciones de memoria chilena. La guerra civil de 1981. http://www.memoriachilena.cl.html (31 

de enero 2 016). 
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En Chile se establece que lo que prevaleció durante el enfrentamiento 

interno fue más un asesoramiento  hacia los gobernantes sobre los 

mecanismos necesarios para lograr la democracia que hacía falta en ese 

momento que permitían manejar los conflictos y mantener una adecuada 

estabilidad y gobernabilidad democrática si no se hubiese enfocado en el 

conflicto interno sino en métodos pacíficos de manejo de los mismos. 

La democracia proporciona principios para la construcción de 

avenencias y  acuerdos efectivos y duraderos para las partes integrantes 

del conflicto interno, defiende la soberanía del pueblo y el derecho del 

pueblo para elegir y controlar a sus gobernantes sin distinción de la 

gravedad del mismo.  

El proceso por medio del cual las partes llegan a acuerdos 

convincentes tienen un marca muy honda en el pueblo y que se debe 

prestar atención a todos los aspectos del proceso de negociación con el 

objeto de llegar a acuerdos duraderos y efectivos para un mejor manejo de 

conflictos que contemple etapas consecutivas: como el análisis del conflicto 

interno y el proceso de negociación que debe llevarse a cabo. 

Chile ha enfrentado desafíos significativos en el ámbito de la defensa 

nacional, tanto en el orden regional como en el interno. En el primer caso, 

dos factores definen la situación actual: la fragmentación política y las 

corrientes divergentes que, pese a la supuesta afinidad ideológica, 

coexisten en América Latina, y la importancia geopolítica que han adquirido 

los recursos energéticos. Frente al primer factor, el principal desafío de 

Chile consiste en no identificarse con ninguna de las alternativas y trabajar 

para mantener el consenso regional. En el segundo, las consecuencias son 

más directas para un país obligado a garantizar su seguridad energética 

mediante la importación, a punto tal que el tema se está convirtiendo en un 

elemento central en las vinculaciones con los vecinos. 
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México: 

 

Al sur de México estallo la violencia que se originó hacia la década de 

los setenta con el mismo fenómeno de desplazamientos internos forzados y 

ocasionadas por la intolerancia religiosa, los conflictos entre comunidades. 

 

En los año del 1973 había gente que se preparaba para la lucha 

armada en Chiapas, en el año 1992 las personas caminaron grandes 

caminos hasta México para ser escuchados en cuanto a las violaciones de 

los derechos humanos, peticiones que no lograron ser oídas.  

 

Sufrieron agresiones y pretendían tramitar juicios políticos para que 

respondieran a sus demandas pero no fueron puestos en lista de 

prioridades a resolver. 

 

En el año 1994 casi entrando en vigor el Tratado de libre Comercio y la 

toma de posesión política; los indígenas tomaron y ocuparon poblaciones 

aledañas creyéndose herederos de los forjadores de la nacionalidad, hartos 

de tantos abusos el ejército Zapatista de Liberación Nacional que se 

trataba de un movimiento revolucionario de izquierda conformado en su 

mayoría por indígenas y mestizos mexicanos que tomaron las armas luego 

de ver que las manifestaciones pacíficas no daban frutos ya que buscaba 

destituir al gobierno e integrar una coalición de partidos para que se 

formara un nuevo gobierno de carácter transitorio para que se eligiera en 

elecciones libres y democráticas, estos indígenas solicitaban, alimentos, 

tierras, salud y educación por lo cual emiten una declaración de guerra al 

ejército mexicano ya que se encontraban armados, ondeando bandera de 

paz y justicia. 

 

Los rebeldes desaparecieron, dejando en los muros las demandas 

reclamadas por Zapatistas de Liberación Nacional, los insurgentes tomaron 
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el pueblo manteniéndose entraron en dependencias municipales y oficinas 

del gobierno federal. 

 

Desde la capital de la República se decide terminar con la rebelión y se 

vieron enfrentamientos y ataques aéreos, en donde tantas personas tanto 

civiles como insurgentes fueron afectadas en sus bienes como en su 

familia, hubieron secuestros, explosiones, por lo que el conflicto parece 

extenderse, ya que reporteros resultaron ametrallados por el gobierno 

federal. 

 

El gobierno envió tropas federales él Presidente de México negó que 

se tratara de enfrentamiento indígena; en su primera propuesta 

negociadora presentada exige la rendición de los sublevados a cambio de 

una posibilidad de perdón. 

 

El gobierno únicamente logro que los Zapatistas se trasladen a la 

selva, aun así seguían acosando al gobierno, los sublevados se 

desplazaban con rapidez por lo que el gobierno dio un lapso para terminar 

con el mismo. 

 

El obispo San Cristóbal de las Casas fue el elemento fundamental y es 

propuesto como mediador por los Zapatistas, Carlos Salinas decide que el 

gobierno tome el camino de conciliación y unión entre los mexicanos para 

que no ocurra el conflicto de nuevo, por lo que solicito a la Comisión 

Permanente del Congreso de la Unión la convocatoria a un periodo 

extraordinario de sesiones donde se envió una iniciativa de ley para otorgar 

una amnistía general a todos los participantes del derecho de violencia en 

donde se afectó al estado de Chiapas desde el 1 de enero de 1994, 

respondiendo los Zapatistas que la amnistía era prematura, se hace difícil 

el dialogo por lo cual el eco resuena para lograr cambios para la paz. 
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Seguidamente actuaron para asegurar mejor justicia para aquellos que 

hayan participado por presión o desesperación que acepten la paz y 

legalidad para que México saliera favorecido, ondeando la bandera de la 

paz y reconciliación y el cese al fuego, se nombró a Camacho Solís para la 

reconciliación; Los diálogos de paz se suspendieron no logrando el 

avenimiento entre las partes, ya que los zapatistas se encontraban reacios. 

 

En el año de 1995 precisamente en agosto y septiembre, el Ejecito 

Zapatista de Liberación Nacional, lanza una consulta nacional e 

internacional para llegar a un acuerdo para definir el destino de su lucha. 

Así es como más de un millón de personas responden, en su mayoría 

dando un apoyo a la transformación del Ejecito Zapatista, uniéndose a una 

fuerza política de renovación y desde ese momento comienza el diálogo 

con el pueblo lo cual hasta el momento había sido su mayor ventaja y 

fortaleza en cuanto a su lucha se lograron los Primeros Acuerdos se 

anuncia la creación del Frente Zapatista de Liberación Nacional (FZLN), 

nueva fuerza política no partidaria, independiente y pacífica. 

 

El año de 1997 fue época de manifestaciones y acusaciones al 

gobierno por haber roto el procedimiento y acuerdos a la vez que se 

negaban a acordar negociaciones, aunque el Ejercito Zapatista empezó a 

presionar para que se implementara los Acuerdos de San Andrés, aun así 

el gobierno federal daba discursos de paz. 

 

En los subsiguientes años se van desvaneciendo las propuesta de 

derechos indígenas y el encausamiento del acuerdo de San Andrés se 

acaban los diálogos de paz, por ende se estanca el proceso de paz y 

retoman los conflictos. 

 
 

  “Las elecciones federales del 2 de julio 2000 marcan un cambio 
histórico para México. Luego de 71 años de gobierno sin interrupción, 
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el PRI pierde la presidencia ante el líder de centro-derecha, Vicente 
Fox por cambio de presidente de un nuevo año electoral se crean 
nuevas políticas gubernamentales a partir de la toma de posesión del 
Presidente Fox en diciembre, se observa un cambio significativo en 
comparación con la administración anterior: coloca el tema de 
Chiapas en los primeros lugares de la agenda nacional y ordena el 
retiro de 53 retenes militares viéndose la respuesta zapatista, 
después de meses de silencio y sin haber participado en las 
elecciones, los zapatistas realizan una conferencia de prensa 
reconociendo que los nuevos gobiernos podrían ser una nueva 
oportunidad para la paz. Piden tres señales para reanudar el diálogo: 
el cumplimiento de los Acuerdos de San Andrés, la liberación de los 
presos zapatistas y el cierre de siete bases militares ubicadas en el 
área de mayor influencia zapatista”.76 

 
 
3.6  Jurisprudencia en Guatemala 

 

En Guatemala no existe jurisprudencia aún sobre la responsabilidad 

que pueden tener los actores del Conflicto Armado Interno, ya que al 

cometerse estos delitos no encuadran en el tipo penal que se encuentra en 

la legislación vigente; en virtud que existen muy pocas sentencias al 

respecto y las mismas no van dictadas en un mismo sentido. 

 

En la actualidad ya existe una discusión jurídica constante para 

determinar la responsabilidad penal de militares que participaron en el 

Conflicto Armado Interno, tal es el caso del General Efraín Ríos Montt y a 

nivel local el caso del Comando Regional de Entrenamiento de 

Operaciones de Mantenimiento de Paz –CREOMPAZ-, donde se 

localizaron fosas clandestinas de cuerpos, encontrándose procesados 

varios militares de la región. Por este caso están siendo sometidos a 

proceso penal las siguientes personas: Manuel Benedicto Lucas, Edgar 

Rolando Hernández Méndez, Ismael Segura Abularach, Pablo Roberto 

Saucedo Mérida, César Augusto Ruiz Morales, Juan Ovalle Salazar, José 

Antonio Vásquez, Manuel Antonio Callejas Callejas, Gustavo Alonzo 

                        
76 Conflicto Interno Chiapas. https://www.prezi.com (2 de enero 2 016). 
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Rosales García, Hugo Ramiro Zaldaña Rojas, Francisco Luis Gordillo 

Martínez, Carlos Humberto Rodríguez López, Edilberto Letona Linares y  

Raúl Dehesa Oliva.77 

 

En el caso concreto de la Masacre de La Dos Erres, suscitada en el 

año 1982 bajo el gobierno del General Efraín Ríos Montt, existen ya 

militares y kaibiles sentenciados condenatoriamente a prisión máxima de 

50 años, por asesinatos y deberes contra la humanidad, misma que fueron 

dictadas en los años 2011 y 2013 respectivamente, entre los que se 

pueden mencionar a: Reyes Colin Gualib, Manuel Pop Tzun, Carlos 

Antonio Carias, teniente de las cruces y al kaibil Daniel Martinez Mendez, 

de Carlos Antonio Carias y Reyes Colin Gualib, Manuel Pop Tzun, Daniel 

Martinez Mendez, Pedro Pimemtel Ríos.78 

  

Por otro lado, aun no se han efectuado orden de aprehensión a 

personas que pertenecieron a los grupos guerrilleros, quienes deberían 

enfrentar a la justicia y dilucidar sus responsabilidades, a fin de establecer 

si participaron o no en acciones delictivas de genocidio y de lesa 

humanidad en contra de poblaciones indígenas guatemaltecas, ya que 

investigaciones concretas sobre el Conflicto Armado Interno, solo apuntan 

al Ejército de Guatemala como único responsable.  

 

Realizando un análisis y de acuerdo al estudio e información recabada 

puede considerarse que existieron dos grupos en contienda: El Ejército de 

Guatemala y la guerrilla. Por otro lado, existió un tercer grupo: los 

Patrulleros de Autodefensa Civil (PAC) quienes son señalados también de 

cometer delitos de lesa humanidad, pero que tampoco han realizados 

acciones para investigarlos.  

 

                        
77 Masacre por caso Creompaz. http://www.prensalibre.com (1 septiembre de 2017) 
78 Masacre de las dos erres. http://www.prensalibre.com (1 septiembre de 2017) 

 

http://www.prensalibre.com/
http://www.prensalibre.com/
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Tanto los dirigentes de la guerrilla como los Patrulleros de Autodefensa 

Civil no enfrentan proceso penal, debido a que se amparan en la Ley de 

Reconciliación Nacional, ya que los exime de responsabilidad penal, 

tomando en cuenta que la Ley en mención de forma generalizada exime a 

cualquier persona que haya cometido delitos durante el Conflicto Armado 

Interno siempre que estén calificados como delitos políticos, mas no los 

delitos comunes de los cuales deberían de responder, además, que el 

delito de Genocidio es válido de perseguirse penalmente de acuerdo a la 

Ley de Reconciliación Nacional. Por otro lado, el Estatuto de Roma de la 

Corte Penal Internacional exige perseguir por delitos cometidos en 

crímenes de guerra, tales como el genocidio y delitos de lesa humanidad, 

por lo que debe prevalecer el convenio internacional y no la Ley de 

Reconciliación Nacional. 

 

En los casos concretos en donde se han dado aprehensiones y 

sentencias, ha prevalecido el derecho internacional, es decir, se ha 

aplicado el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y no la Ley de 

Reconciliación Nacional. 
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CAPÍTULO 4 
ANÁLISIS JURÍDICO DE LA LEY DE RECONCILIACIÓN 

NACIONAL 
 

4.1  La Amnistía en Guatemala 

 

La Ley de Reconciliación Nacional no contempla dicha figura, pues la 

misma se refiere a la extinción de la responsabilidad, toda vez que en otras 

ocasiones se decretaron leyes que tipificaban la aplicación de la amnistía 

por caso de delitos comunes conexos. 

 

El primer ejemplo claro de la amnistía se encuentra en la llamada: Ley 

del Olvido, dicha ley prohibía molestar a algún ciudadano por sus actos que 

hubiera cometido en el pasado. 

 

Este derecho ha sido ejercitado desde los tiempos más antiguos, como 

lo prueban los derechos indio y judaico, entre otros; en Grecia también se 

practicaba, es ahí donde la palabra amnistía descubre su verdadera 

aplicación. 

 

En el Derecho Romano, el derecho de gracia, residente en un principio 

en el mismo pueblo, pasa luego al Emperador, siendo sus manifestaciones 

la abolitio y la indulgencia. En cambio, en la legislación germánica  fue 

poco aplicado, pues hasta la admisión, la autoridad del Estado era extraña 

al castigo en aquellos casos en que se perseguía al culpable de un delito o 

por los ofendidos de los mismos.  
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El Derecho Intermedio acoge la institución con particular estima y los 

prácticos teorizan sobre el derecho de gracia del soberano. En la época 

moderna se regula en todas la legislaciones en donde existen pequeños 

matices de diversidad. 

 

4.2  Antecedente de la Ley de Reconciliación Nacional 

 

4.2.1  Acuerdos de Paz 

 

Con el Acuerdo de Paz Firme y Duradera,  que fue suscrito el 29 

de diciembre de 1996, se logró culminar el proceso de negociación 

para la búsqueda de la paz, quedando integrados todos los acuerdos 

suscritos con base en él.  

 

Acuerdo-Marco sobre democratización para la búsqueda de la 

Paz por los medios políticos, suscrito en la ciudad de Querétaro, 

México, el 25 de julio de 1991 los que se reanudaron el 10 de enero 

de 1994, mediante el Acuerdo Marco para la Reanudación del 

Proceso de Negociación entre el Gobierno de Guatemala y la Unidad 

Revolucionaria Nacional Guatemalteca, este se suscribió en la ciudad 

de México.  

 

Pero igual dentro de los acuerdos es importante resaltar los 

siguientes, como:  El acuerdo sobre el definitivo cese al fuego y el 

acuerdo sobre bases para incorporación de Unidad Revolucionaria 

Nacional Guatemalteca a la Legalidad; estas son las principales 

bases y antecedentes para que se lograra la promulgación de la Ley 

de Reconciliación Nacional, teniendo en cuenta el Acuerdo Global 

sobre Derechos Humanos, que era el único vigente desde su 

suscripción, ya que los demás acuerdos quedaron integrados en los 

Acuerdo de Paz, el 29 de diciembre de 1997. 



87 
 

 

 

 

Existieron algunos motivos que provocaron la inclusión de la 

extinción de la responsabilidad penal en la Ley de Reconciliación 

Nacional, tales como el acuerdo sobre el definitivo cese al fuego, en la 

cual establece el definitivo  cese de todas las acciones insurgentes de 

parte de la URNG, como la finalización de sus estructuras militares en 

los puntos de concentración acordados, su incorporación a la vida 

política del país de forma legal; y lo más importante  el cese de todas 

las acciones de contrainsurgencia por parte del Ejército de Guatemala 

y su desplazamiento.  

 

La desmovilización escalonada de las fuerzas de la URNG 

prevista en el Acuerdo sobre el definitivo cese al fuego debía 

realizarse de forma simultánea con el inicio del cumplimiento de los 

compromisos adquiridos  en la firma de los Acuerdos de Paz.  

 

Para dar cumplimiento al Acuerdo sobre el Definitivo Cese al 

Fuego se emitió, entre otros acuerdos, el acuerdo sobre bases para la 

incorporación de la URNG a la legalidad. En el Título III, de dicho 

acuerdo, se estableció como principal objetivo la promulgación de una 

ley en las que se contemplaran los siguientes aspectos:  

 

a) Ley de Reconciliación Nacional: El Gobierno de la República se 

comprometió a promover ante el Congreso de la República un 

proyecto de Ley de Reconciliación Nacional cuyo objetivo principal 

seria de acuerdo al espíritu y contenido de los Acuerdos de Paz, 

promover una cultura de concordia y respeto mutuo que elimine toda 

forma de venganza entre los actores, al mismo tiempo que preserve 

los derechos fundamentales de las víctimas, como condiciones 

indispensables para una verdadera Paz.  
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b) Derecho a la Verdad: Se reconoció el derecho inalienable que 

tiene toda la sociedad de conocer la verdad de todos los hechos 

suscitados en Guatemala, por lo que la Ley de Reconciliación 

Nacional, encargaría a la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 

la averiguación de las Violaciones a los Derechos Humanos y los 

Hechos de Violencia que han causado sufrimientos a la población 

Guatemalteca, a fin de evitar que tales hechos se repitan. En dicha 

ley debía establecerse la obligación de todo organismo o entidad del 

Estado de prestar a la Comisión el  apoyo que este requiriera, para 

llevar a cabo la investigación, según las finalidades especificadas en 

el Acuerdo para el Establecimiento de dicha Comisión. Lo cual quedó 

plasmado en el Artículo 10 de la Ley de Reconciliación Nacional.  

 

          c) Derecho de Reparación: Con base en el principio de que 

toda violación de un derecho humano da lugar a un derecho de la 

víctima a obtener reparación e impone al Estado el deber de reparar, 

la Ley dispondrá de una entidad estatal, para que tenga a su juicio 

político el resarcimiento y/o asistencia a las víctimas de violaciones de 

los derechos humanos. La entidad encargada deberá  tomar en 

cuenta las recomendaciones que formule al respecto la Comisión para 

el Esclarecimiento Histórico. 

 

 d) Extinción de Responsabilidad Penal: esto con el fin de lograr 

una  reconciliación nacional, por lo cual incluirá una figura legal que 

permita la incorporación de los miembros de URNG a la legalidad.  

 

Con base a este postulado de extinción de responsabilidad penal 

fue que surgió la necesidad de encontrar una figura que favoreciera la 

incorporación de las partes en conflicto, sin que fuera interpretada de 

aplicación general.  
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e) Delitos Políticos: En relación a la figura indicada en el párrafo 

anterior, la Ley de Reconciliación Nacional declarará la extinción de la 

responsabilidad penal por los delitos políticos cometidos durante el 

enfrentamiento armado interno, y comprenderá a los autores, 

cómplices y encubridores de los delitos contra la seguridad del 

Estado, contra el orden institucional, y contra la administración pública 

comprendidos en los Artículos 359, 360, 367, 368, 375, 381, 385 a 

399, 408 a 410, 414 a 416, del Código Penal, así como los contenidos 

en el título VII de la Ley de Armas y Municiones. En estos casos el 

Ministerio Público se abstendrá de ejercer la acción penal y la 

autoridad judicial decretará el sobreseimiento definitivo.  

 

f) Delitos Comunes Conexos: Se declarara la extinción de la 

Responsabilidad Penal por los delitos comunes conexos cometidos en 

el enfrentamiento armado, entendiéndose por todos aquellos que 

directa, objetiva, intencional y causalmente tengan relación con la 

comisión de los delitos políticos a que se refiere el párrafo anterior y 

respecto de los cuales no se demuestre que tuvieron un móvil o un fin 

personal. Los delitos políticos comunes que se entienden conexos 

con los políticos señalados en el párrafo anterior corresponden a 

aquellos tipificados en los Artículos 214 al 216, 278, 279, 282 a 285, 

287, 292 a 295, 321, 325, 330, 333, 337 a 339, 400 a 402, 404, 406 y 

407 del Código Penal.  

 

g) Otras Extinciones de la Responsabilidad Penal: Para quienes 

por mandato institucional estuvieron, involucrados en el 

enfrentamiento armado interno la Ley de Reconciliación Nacional 

contendrá disposiciones específicas y equivalentes a las anteriores, 

en el sentido que se declararán la extinción de la responsabilidad 

penal por los delitos comunes perpetrados con la finalidad de impedir, 

frustrar, reprimir, sancionar la comisión de delitos políticos y comunes 
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conexos, cuando directa, objetiva, intencional y causalmente tengan 

relación con dicha finalidad, siempre que no fuere probado que no 

existe relación entre el hecho delictivo y la finalidad preceptuada.  

 

h) Restricciones: Las disposiciones contenidas en la referida Ley 

de Reconciliación Nacional, que declare la extinción de la 

responsabilidad penal, en ningún caso incluirán aquellos delitos que 

son imprescriptibles o que no admiten la extinción de la 

responsabilidad penal de acuerdo al derecho interno o a los tratados 

internacionales ratificados o suscritos por Guatemala.  

 

i) Procedimiento: Tratándose de los delitos comunes conexos, el 

procedimiento correspondiente estará encuadrado por las garantías 

del debido proceso, será expedito y contradictorio, y constará de las 

siguientes etapas: 

 

 i.1)  Ministerio Público o autoridad judicial conoce de alguno de 

los delitos tipificados en la Ley De Reconciliación Nacional, trasladará 

inmediatamente a la Sala de la Corte de Apelaciones que tenga 

competencia, en razón de su jurisdicción. La sala trasladara al 

agraviado como lo tipifica el Artículo 117 del Código Procesal Penal, 

mandando oírlos dentro del plazo común de diez días hábiles.  

 

i.2) Transcurrido dicho plazo, la Sala dictará auto razonado 

declarando procedente o no la extinción y, en su caso, el 

sobreseimiento definitivo, si la Sala estimare necesario contar otros 

elementos para resolver, convocará inmediatamente a una audiencia 

oral, con participación exclusiva de las partes, en la cual recibirá las 

pruebas pertinentes, oirá a los comparecientes o a sus abogados y 

dictará inmediatamente auto razonado, declarando procedente o no la 
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extinción y, en su caso, el sobreseimiento definitivo. La audiencia oral 

deberá realizarse dentro de un plazo no mayor de diez días hábiles 

 

i.3) El auto de la Sala sólo admitirá el recurso de apelación que se 

interponga dentro del plazo de tres días contados a partir de la última 

notificación por cualquiera de los legítimamente interesados, por 

escrito y con expresión de agravios. Otorgada la apelación, se elevará 

inmediatamente las actuaciones a la Cámara de Amparo y Antejuicio 

de la Corte Suprema, la que resolverá sin más trámite dentro del 

plazo de cinco días, confirmando, revocando o modificando el auto 

apelado.  

 

j) Durante el procedimiento, no se decretará medidas de coerción, 

tales como auto de procesamiento, prisión preventiva, medidas 

sustitutivas de la prisión preventiva, conducción y aprehensión. 

Concluido el trámite, se remitirá certificación de todas las actuaciones 

a la Comisión para el Esclarecimiento Histórico. 

 

Tratados internacionales en materia de derechos humanos de 

conformidad con el procedimiento establecido para la búsqueda de la 

Paz por medios políticos y la creación de Comisiones Nacionales e 

Internacionales organizadas con el objeto de que se respeten los 

compromisos adquiridos en  los Acuerdos de Paz, para la 

promulgación de la Ley de Reconciliación Nacional,  no habiendo otra 

restricción que la de respetar la leyes internas y compromisos 

internacionales adquiridos por el Estado de Guatemala, en especial 

en materia que afecten los derechos humanos. El Estado de 

Guatemala ha ratificado, en materia de Derechos Humanos y ha 

suscrito específicamente en el área de delitos de lesa humanidad los 

tratados siguientes:  
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1. Convención para la Prevención y la Sanción del delito de 

Genocidio. Suscrita por Guatemala el 22 de junio de 1949, aprobada 

por Decreto Legislativo Número 704, de fecha 30 de noviembre de 

1949. Ratificada el 13 de diciembre de 1950 y publicada en el Diario 

Oficial con fecha 6 de enero de 1950.  

 

2. Convenio para mejorar la suerte de los heridos, enfermos en 

las fuerzas armadas en campaña. Aprobada por Decreto-Legislativo 

Número 881, de fecha 16 de abril de 1952, adhesión el 21 de abril de 

1952, instrumento depositado el 14 de mayo de 1952 y publicado en 

el Diario Oficial con fecha 3 de septiembre de 1952.  

 

3. Convenio para mejorar la suerte de los heridos, enfermos y 

náufragos de las fuerzas armadas en campaña en el mar. Aprobada 

por Decreto Legislativo Número 881, de fecha 16 de abril de 1952, 

adhesión el 21 de abril de 1952, instrumento depositado el 14 de 

mayo de 1952 y publicado en el Diario Oficial con fecha 3 de 

septiembre de 1952.  

 

4. Convenio relativo al tratamiento de los prisioneros de guerra. 

Aprobada por Decreto Legislativo Número 881, de fecha 16 de abril 

de 1952, adhesión el 21 de abril de 1952, instrumento depositado el 

14 de mayo de 1952 y publicado en el Diario Oficial con fecha 2 de 

septiembre de 1952. 

 

5. Convenio relativo a la protección de personas civiles en tiempo 

de guerra. Aprobada por Decreto Legislativo Número 881, de fecha 16 

de abril de 1952, adhesión el 21 de abril de 1952, instrumento 

depositado el 14 de mayo de 1952 y publicado en el Diario Oficial el 2 

y 3 de septiembre de 1952. 
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6. Convenio contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 

inhumanas o degradantes. Aprobada por Decreto del Congreso de la 

República 52-89, de fecha 12 de octubre de 1989, adhesión el 23 de 

noviembre de 1989, publicado en el Diario Oficial con fecha 6 de junio 

de 1990. 

 

7. Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de 

agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los 

conflictos armados internacionales (Protocolo I) y del Protocolo 

Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, 

relativo a la Protección de las víctimas de los conflictos armados sin 

carácter internacional (Protocolo II). Aprobados por Decreto del 

Congreso de la República 21-87, de fecha 23 de abril de 1987, 

adhesión el 21 de septiembre de 1987, instrumento depositado el 19 

de octubre de 1987, y publicado en el Diario Oficial el 6 de septiembre 

de 1988. 

 

  Derivado de lo anterior se debía observar en la aprobación de la 

Ley de Reconciliación Nacional evitar extinguir de responsabilidad penal 

los delitos siguientes: a) Genocidio. b) Ejecuciones extrajudiciales o 

sumarias; c) Las violaciones al Artículo 3 Común de los Convenios de 

Ginebra, aplicable a los casos de conflicto armado no internacional y a las 

personas que no participen directamente en la hostilidad, incluso los 

miembros de las fuerzas armadas y las personas que hayan quedado 

fuera de combate; Las condenas dictadas y las ejecuciones efectuadas 

sin previo juicio emitido por tribunal regularmente constituido, 

indispensables por los pueblos civilizados. d) Las violaciones al Protocolo 

Adicional II de los Convenios de Ginebra, entre ellas: protección y 

asistencia a heridos y enfermos, destino decoroso a los restos de los que 

hayan muerto, ataques a la población o personas civiles, violación, el 

deber de garantizar que todas las personas que no participen 
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directamente en las hostilidades serán tratadas con humanidad en toda 

circunstancia y se beneficiarán de las garantías fundamentales sin 

discriminación alguna, atentados contra la vida, salud y la integridad física 

o mental y los castigos colectivos.  

 

Los legisladores al aprobar esta Ley de Reconciliación Nacional, 

debían de evitar contradecir las prohibiciones contenidas en dichos 

tratados. En lo que se refiere a la limitación de no aplicar la extinción de la 

responsabilidad penal a los delitos que sean imprescriptibles de 

conformidad con el derecho interno o tratados internacionales ratificados 

por Guatemala, que también se había pactado en el Acuerdo sobre Bases 

para la Incorporación de la URNG a la legalidad, el Estado de Guatemala 

no ha ratificado la Convención sobre la imprescriptibilidad de los 

Crímenes de Guerra y Lesa Humanidad.  

 

De cualquier manera se buscó no contradecir dicho tratados, el 

cual Guatemala podría ratificar posteriormente. No obstante, Guatemala 

haya o no ratificado ciertos tratados internacionales en materia de 

derechos humanos, en nuestra normativa sustantiva penal se sancionan 

los delitos contra los deberes de humanidad de conformidad con el 

Artículo 378 del Código Penal que establece:  

 
 

“Quien violare o infringiere deberes humanitarios, leyes o 
convenios con respecto a prisioneros o rehenes de guerra, 
durante acciones bélicas, o que cometiere cualquier acto 
inhumano contra la población civil, o contra hospitales o lugares 
destinados a heridos será sancionado con prisión de veinte a 
treinta años”.79 

 
 
 
 

                        
79 Congreso de la República. Código Penal decreto 17-73. (Guatemala: Librería Jurídica, 1973) 
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 Por otro lado, de los instrumentos o tratados a los que se ha 

sometido voluntariamente el Estado de Guatemala surge la obligación 

de respetar y garantizar los derechos humanos, pero no se prohíbe, 

que se puedan dictar leyes que extingan la responsabilidad penal de 

los delitos políticos y comunes conexos. Adicionalmente de los 

Acuerdos de Ginebra de 1949 y sus Protocolos adicionales (I y II de 

fechas 23 de abril de 1987) al enfrentamiento interno de Guatemala, 

no se puede determinar que se le impida decretar la extinción de la 

responsabilidad penal contenida en la Ley de Reconciliación Nacional, 

y por el contrario el Protocolo Adicional II, alienta las amnistías post-

conflicto, al señalar en el Artículo 6.5 que:  

 
 

"A la cesación de las hostilidades, en el poder procurarán 
conceder la amnistía más amplia posible a las personas que 
hayan tomado parte en el conflicto armado interno o que se 
encuentren privadas de libertad, internas o detenidas por 
motivos relacionados con el conflicto armado".80 
 

 
 
4.3  Ley de Reconciliación Nacional 

 

El Gobierno de Guatemala se comprometió a promover ante el 

Congreso de la República un proyecto de Ley de Reconciliación Nacional 

cuyo objetivo sería, de acuerdo al espíritu y contenido de los Acuerdos de 

Paz, promover una cultura de concordia y respeto mutuo que elimine toda 

forma de revancha o venganza, al mismo tiempo que preserve los 

derechos fundamentales de las víctimas, como condiciones indispensables 

para una paz firme y duradera. 

 

Pero de ninguna forma se tomó en cuenta los derechos fundamentales 

protegidos internacionalmente a través de convenios y tratados suscritos y 

                        
80 Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949. https://www.icrc.org. (10 agosto 2016) 
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ratificados por Guatemala, que impiden dejar o extinguir la responsabilidad 

sin ningún fundamento. Porque dentro de los propios Acuerdos de Paz se 

plasmó que uno de los objetivos era el esclarecimiento de la verdad de los 

hechos sucedidos dentro del Conflicto Armado Interno. 

 

4.4  Aplicación de la Ley de Reconciliación Nacional 

 

La Ley de Reconciliación Nacional a pesar de que establece los tipos 

delictivos a los que se le va a extinguir la responsabilidad penal, no los 

elimina, sino que interrumpe su vigencia, creando una laguna de la ley 

penal, a la que se le podría denominar un "tipo de amnistía" en la que cesa 

cualquier efecto de la tipicidad penal. 

 

En los Artículos 2 y 5 de La Ley de Reconciliación Nacional se 

establece  la extinción de la responsabilidad penal por los delitos políticos 

cometidos durante el enfrentamiento armado interno y en el segundo de los 

considerandos de dicha Ley también se estipula: "Que con motivo del 

Enfrentamiento Armado Interno que se originó hace 36 años, se ha 

realizado acciones que....". De lo anterior se puede determinar que la 

voluntad de los legisladores fue que se extinguiera de responsabilidad 

penal, cometidos durante el enfrentamiento armado interno hasta la 

entrada en vigor de esta ley. 

 

A pesar que podría existir alguna duda para establecer a partir de qué 

fecha se empieza a contar los 36 años del enfrentamiento armado, es 

conveniente hacer notar que al haber transcurrido 20 años de la comisión 

de los hechos delictivos se extinguiría, por prescripción, la responsabilidad 

penal, de conformidad con lo establecido por el inciso 2o. del Artículo 107 

del Código Penal. A lo referente a la temporalidad de la aplicación de la 

extinción de la responsabilidad penal de los delitos comunes conexos 

establecidos en los Artículos 3 y 4 del Código Penal, debe entenderse que 
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corresponde al mismo tiempo o período en virtud que la interpretación 

correcta es que ambos artículos hacen referencia al artículo dos.  

 

La temporalidad de la aplicación de la extinción de la responsabilidad 

penal de los actos establecidos en el Artículo 6 ejecutados o dejados de 

ejecutar, ordenados o realizados, actitudes asumidas o disposiciones 

dictadas por los dignatarios, funcionarios o autoridades de Estado, no debe 

entenderse que son actos realizados durante el movimiento armado, ya 

que no establece éste artículo desde cuándo se debe computar el tiempo, 

pero de la redacción del mismo se entiende que es a partir de que se 

comenzaron  las negociaciones para la firma de la paz. 

 

En lo que respecta al Artículo 7, está escrito, para cumplir con el 

Acuerdo sobre bases para la incorporación de la UNRG a la legalidad ya 

que únicamente establece que se decreta la extinción de la responsabilidad 

penal de los delitos allí enumerados hasta que se concluya su 

desmovilización conforme a los términos, condiciones y plazos convenidos, 

por lo que el plazo debe entenderse al igual que los Artículos 2 y 5 

(Acuerdos de Paz) que son los delitos cometidos durante el enfrentamiento 

armado, pero se prolonga hasta el momento de la desmovilización, que 

comenzó 60 días después del señalamiento del día de la desmovilización. 

 

4.5  Ley de Amnistía 

 

Dentro del ordenamiento jurídico se encuentran varios antecedentes 

que son importantes conocer, tales como:  

 

a) Decreto Número 40 Del Congreso De La República, de febrero de 

1945, otorgado a favor de todas las personas civiles y militares, a quienes 

pudiesen deducirse responsabilidades por hechos que la Ley califica como 

delitos militares, políticos y comunes conexos a uno y otros, cometidos al 
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servicio de la causa popular en el movimiento de junio de 1944 al 20 de 

octubre del mismo año. 

 

 b) El Congreso de la República de conformidad con las facultades 

contenidas en el inciso 15 del Arto. 119 de la Constitución de la República 

de 1945 emitió con fecha 12 de abril de 1948, el Decreto Número 496 que 

concedía amplia amnistía a todos los ciudadanos a quienes pudieran 

deducirse responsabilidades por hechos que la Ley Electoral sancionaba, 

conforme a sus Artículos 143 y 144 inciso a) y d) Ley Electoral (Decreto 

255 del Congreso).  

 

c) Decreto Número 742 Del Congreso de la República del 31 de mayo 

de 1950, otorgó amnistía a favor de los autores, cómplices y encubridores 

de los delitos políticos y comunes conexos, así como delitos comunes y 

especiales que tengan asignadas penas hasta de dos años de prisión 

correccional, y a los autores de faltas.  

 

Quedaban exceptuados del presente Decreto, los autores, cómplices y 

encubridores de los siguientes delitos: Homicidio calificado (asesinato), 

violación, robo y hurto, y los reincidentes, los Tribunales de la República, 

de oficio o a solicitud, sea cual fuere el estado del proceso, harán 

aplicación inmediata de la presente ley.81 

 

d) Decreto Número 914 del Congreso de la República del 16 de octubre 

de 1952 otorgó amnistía a los autores, cómplices y encubridores de delitos 

políticos y comunes conexos; así como de delitos comunes, especiales y 

faltas que estén procesados y condenados a sufrir las penas de prisión 

simple, arresto menor, arresto mayor y prisión correccional que excedan de 

                        
81 Congreso de la República de Guatemala, Ley de Reconciliación Nacional, Decreto 145-1996, 

(Guatemala: Editorial Fenix, 2014) 2. 
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cinco años. Se exceptuaban de los beneficios: a) los autores, cómplices y 

encubridores de los delitos de asesinato, parricidio, violación e infanticidio;  

 

Los delitos cometidos por militares, hayan estado o no en servicio 

activo al momento de consumarlos; así mismo los autores, cómplices de 

delitos puramente militares; y a los reincidentes y multireincidentes 

cualquiera que sea el delito cometido. Subsistiendo las responsabilidades 

civiles provenientes de los delitos amnistiados. Con el objeto de 

reincorporación a la vida social, económica y política de los delincuentes 

ocasionales y mejorar las condiciones del País conforme a la Ley de 

Reforma Agraria, brindando a los delincuentes ocasionales, la posibilidad 

de dedicarse a una vida pasiva y laboriosa.82  

 

Al ver el triunfo que tuvo el  Decreto 742 de Amnistía, que logró su 

cometido incorporando a la Sociedad a quienes fueron amnistiados, se 

emitió éste. 

 

e) El Decreto de la junta provisional de gobierno del 28 de junio de 

1954 que concedió amnistía general para todas las personas que se 

encuentran en las detenciones de la República por delitos políticos; 

asimismo para todas las personas que por igual motivo se encuentran 

exiladas.  

 

f) El Decreto Presidencial Número 398 del 2 de julio de 1955 del 

Gobierno del Presidente Carlos Castillo Armas, concedió amnistía a los 

autores, cómplices y encubridores de los delitos cometidos contra las 

personas, la propiedad y las instituciones estatales, por los elementos del 

Ejército Nacional y el Ejército de Liberación durante o con ocasión de las 

acciones armadas realizadas con motivo del Movimiento de Liberación; las 

                        
82 Ibíd. 
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personas civiles o militares responsables de los delitos de sedición y 

rebelión ejecutados el 2 y 3 de agosto de 1954 y el 20 de enero de 1955. 

Se exceptuaban a los autores, cómplices y encubridores de los delitos de 

asesinato, contra una o varias personas simultáneamente (genocidio),  los 

prisioneros de guerra, prisioneros de orden político, rehenes o personas de 

la población civil, ejecutados por funcionarios o empleados del gobierno de 

Arbenz Guzmán, así como los delitos de tortura o vejación a prisioneros 

políticos. 

 

 g) El Decreto Gubernativo Número 493 del 13 de diciembre de 1955, 

concedió amnistía a los autores, cómplices y encubridores de los delitos 

comunes cometidos con anterioridad a la fecha de emisión de dicho 

Decreto, siempre que la pena asignada a los mismos no excediere de tres 

años de prisión correccional, con el objeto de la rehabilitación de los 

delincuentes primarios, brindando la oportunidad para la reincorporación a 

sus familiares, todo esto para que pudieran estar con sus familia en las  

fiestas navideñas.  

 

h) El Decreto Número 1417 del Congreso de la República del 19 de 

diciembre de 1960, concedió amnistía a favor de autores, cómplices, y 

encubridores de delitos políticos y comunes conexos, perpetrados antes del 

13 de noviembre de 1960. Se exceptuaron a los responsables en los casos 

de los asesinatos de los Coroneles Francisco Javier Arana y Carlos Castillo 

Armas, así como los jefes y oficiales de alta en el momento del 

levantamiento. También autores, cómplices y encubridores de los delitos de 

genocidio, parricidio, asesinato, homicidio, violaciones o robo, conexos con 

los delitos políticos. Similares Decretos se promulgaron posteriormente: 

Decreto Número 1538 del Congreso de la República del 28 de junio de 

1962. – Decreto Ley Número 16 de La Junta De Gobierno del 28 de abril de 

1963, que abarcó el período del 13 de noviembre de 1960 al 25 de 

noviembre de 1962. - Decreto Número 1605 del Congreso de la República 
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del 26 de julio de 1966, que abarcaba del 1 de noviembre de 1960 al 26 de 

julio de 1966; pero se exceptuaron a los responsables de la muerte violenta 

de Mario Méndez Montenegro, a los casos de tenencia de armas y plagio 

de personas.  

 

i) En los años de 1964 y 1965 se emitieron el Decreto Ley Número 262 

Del 20 De Agosto De 1964, y el Decreto Ley Número 377 del 9 de 

Septiembre de 1965 del Jefe de Estado Enrique Peralta Azurdía, en los que 

se concedió amnistía a los autores, cómplices y encubridores de delitos 

comunes cometidos antes del día en que se publicara esos Decretos, en 

Diario Oficial siempre que no hayan sido condenados por sentencia firme, 

así como la reducción de una tercera parte de las penas que correspondan 

a lo que al entrar en vigor dichas leyes, ya estuvieran condenados por 

sentencia firma. Con motivo a la conmemoración de la Independencia 

patria. 

 

j) Decreto Número 10 del Congreso De La República del 28 de abril de 

1966, en el que se concedió amnistía a los autores, cómplices y 

encubridores de delitos políticos y comunes conexos cometidos antes de la 

fecha de emisión de dicho Decreto, siempre que no hayan sido 

condenados por un delito anterior. La amnistía era únicamente en cuanto a 

las responsabilidades penales, quedando afectos a las responsabilidades 

civiles.  

 

k) Decreto Número 99-71 del Congreso De La República del 16 de 

noviembre de 1971, en el que se otorgaba a toda persona responsable o 

sindicada de haber cometido delitos políticos o comunes conexos, desde el 

1 de julio de 1970 a la fecha de decretarse el mismo, con el objeto de 

mantener la unidad de la familia guatemalteca, así como la paz y, 

tranquilidad y el progreso del país. 
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l) Decreto Número 74-73 Del Congreso De La República del 11 de 

septiembre de 1971, vigente a partir del 27 de septiembre del mismo año, 

en virtud de haber entrado en vigor el actual Código Penal, en el que 

además de regularse la materia se crean instituciones necesarias para 

eximir la penas y lograr la resocialización de los reos a efecto de que no 

sólo se preparen y cumplan la pena sino que se incorporen a la sociedad, 

lo cual no era posible con las leyes anteriores. Con dicho Decreto se rebajó 

en una tercera parte las penas impuestas en sentencia firme a los autores, 

cómplices o encubridores de delitos comunes. 

 

m) Decreto Número 49-74 del Congreso de la República. Del 4 de junio 

de 1974, otorgado a favor de toda persona señalada de hechos tipificados 

como delitos políticos y comunes conexos; disminuía las penas impuestas 

en sentencia firme a los autores, cómplices o encubridores de delitos 

comunes, dolosos y culposos. Dentro de dicho Decreto se exceptuaban los 

delitos de Parricidio, asesinato, violación calificada, plagio o secuestro, 

hurto, robo, robo agravado y quiebra fraudulenta. 

 

n) Decreto-Ley 33-82, de 23 de marzo de 1982, dictado por la Junta 

Militar de Gobierno: Concede amnistía por delitos políticos y comunes 

conexos a autores cómplices y encubridores, de las "facciones 

subversivas". Se incluía en la amnistía a los miembros de las "Fuerzas de 

Seguridad del Estado", que participaron en "acciones contra subversivas". 

Así mismo se establece un procedimiento para que los subversivos se 

acataran a la amnistía; así mismo se pretendía que se realizara una 

presentación en el plazo de treinta días a la autoridad militar, con entrega 

de armas, etcétera, promesa jurada de dejar la subversión, entregar a 

personas secuestradas, en su caso, se levantaba un acta. Este documento 

pasa al Organismo Judicial, el juez de primera instancia competente 

decreta el sobreseimiento de las causas penales. Si el interesado está 
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condenado, la Corte Suprema aplica la amnistía83. Dicha amnistía se 

amplió por el Decreto-Ley 34-82, de 27 de mayo de 1982. En el sentido que 

los subversivos que se acojan a la amnistía, también pueden presentarse 

ante los Gobernadores, Alcaldes, Cruz Roja Guatemalteca, Universidades, 

Colegios profesiones o Iglesias.  

 

o) Decreto-Ley 27-83, de 22 de marzo de 1983, del gobierno de Oscar 

Humberto Mejía Victores: Concede amnistía por delitos políticos y comunes 

conexos, a autores, cómplices y encubridores de las "acciones 

subversivas". Establece un procedimiento similar al del Decreto-Ley 33-82. 

Excluye a procesados y penados. Y el Decreto-Ley 43-83, de 27 de abril de 

1983: es prórroga la vigencia del Decreto-Ley 27-83. 

 

p) Decreto-Ley 89-83, de 11 de agosto de 1983, dictado por el "Jefe de 

Estado": Concede amnistía por delitos políticos y comunes conexos, a 

autores, cómplices y encubridores.84 

 

q) Decretos-Leyes anteriores, para que las personas comprendidas en 

la amnistía que no se hallaran procesadas, se presenten a acogerse a ella. 

Establece para ello, el plazo de 90 días. La amnistía incluye a los 

procesados, pero no a los penados. Los Decretos-Leyes 141-83, 1-84, 56-

84, 89-84 y 18-85: Establecen sucesivas prórrogas de la vigencia del 

Decreto 89-93. El último Decreto-Ley (1885, de 11 de marzo de 1985) 

prórroga el plazo para acogerse a la amnistía, hasta el día 13 de enero de 

1986.  

 

r) Decreto-Ley 8-86, de 10 de enero de 1986, dictado por el "Jefe de 

Estado", en Consejo de Ministros (invocando facultades extraordinarias): 

Concede amnistía a los autores, cómplices y encubridores de delitos 

                        
83 Ley de amnistía. http://www.cidh.org (2 de septiembre de 2016) 
84 http://www.old.congreso.gob.gt (2 de septiembre de 2016) 

http://www.cidh.org/
http://www.old.congreso.gob.gt/
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políticos y comunes conexos, cometidos entre el 23 de marzo de 1982 y el 

14 de enero de 1986. Generaliza la amnistía a "quienes hayan intervenido 

en cualquier forma" en la "represión o persecución" de las personas antes 

enumeradas. La amnistía comprende a los procesados, pero no a los 

penados. Este Decreto-Ley deroga expresamente los Decretos-Leyes 89-

83 y 18-85.85 

 

s) El Decreto Número 71-87 Del Congreso De La República del 28 de 

octubre de 1987, Decreta amnistía por delitos políticos y comunes conexos 

en contra del orden político del Estado, en condición de autores, o 

cómplices. La amnistía comprende, también a los procesados y penados. 

Concede un plazo de 180 días para acogerse a ella.86 

 

Pero la normativa que nos interesa la encontramos regulada y 

plasmada en el Decreto Legislativo 32-88, de 23 de junio de 1988, dictado 

por el Congreso de la República. 

 

En este cuerpo legal se concede amnistía por Delitos Políticos y 

Comunes Conexos, cometidos hasta el 23 de junio de 1988. Prevé un 

procedimiento similar a los de los Decretos-Leyes de 1982 y 1983, pero no 

fija plazo para presentarse y la presentación sólo debe realizarse ante los 

órganos jurisdiccionales competentes.  

 

La amnistía alcanza también, a los procesados y penados. Como 

puede observarse, antes de la aprobación, sanción y promulgación del 

Decreto 145-96 del Congreso de la República, rigieron en Guatemala, las 

amnistías identificadas de los incisos del n) al r), las cuales discriminaron 

delitos políticos y comunes conexos realizados entre 1960 y el 23 de junio 

de 1988, es decir en la época del Enfrentamiento Armado Interno.  

                        
85 Leyes de amnistía. https://es.scribd.com (5 de agosto de 2016) 

      86 Amnistía en Guatemala. https://leyes.infile.com (5 de agosto de 2016) 

https://es.scribd.com/
https://leyes.infile.com/
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Las amnistías de los años 1983-1985 y de 1988, sólo comprenden 

delitos cometidos por insurrectos. Las de los años 1982 y 1986, también 

comprenden delitos ejecutados por agentes estatales, utilizando dos 

fórmulas diferentes: a) El segundo inciso del Artículo 1o. del Decreto-Ley 

33-82, establece: "Quedan comprendidos en la amnistía a que se refiere el 

presente Artículo, los miembros de las Fuerzas de Seguridad del Estado 

que en el cumplimiento de su deber hayan participado en acciones contra 

subversivas".87 b) El Artículo 1o. del Decreto-Ley 8-86, establece, en lo 

atinente a este que "no podrá entablarse ni seguirse acción penal de 

ninguna especie", contra quienes hayan intervenido en cualquier forma en 

la "represión o persecución" de los autores, cómplices y encubridores de 

delitos políticos y comunes conexos.  

 

Delicado es retomar este tema en virtud que las amnistían reseñadas 

fueron aplicadas por Gobiernos omnipotentes o de facto, en los cuales no 

se tomaron en cuenta determinados presupuestos legales para no dejar 

lagunas legales dentro del procedimiento de la Amnistía.  

 

4.6  Jurisprudencia Guatemalteca 

 

Existen algunos antecedentes que se pueden mencionar tales como, el 

expediente de la Corte de Constitucionalidad 4371-2011 así también el 

expediente 929-2008 del mismo ente constitucional que tratan del tema de 

la extinción de la pena como redención del Estado y explícitamente por los 

delitos cometidos dentro del Conflicto Armado Interno. 

 

Pero aún más importante es verificar lo establecido en la opinión 

consultiva de la Corte de Constitucionalidad requerida por el presidente de 

la República dentro del expediente No. 171-2002, de fecha veinticinco de 

                        
87 https://www.cidh.org (10 de octubre de 2016) 

https://www.cidh.org/


   106 
 

marzo de dos mil dos en la que la que se establece en sus conclusiones y 

opinión lo siguiente:  

 
 

“VII. CONCLUSIÓN. Como resultado de lo expresado, se puede 
afirmar que el Estatuto de la Corte Penal Internacional no contiene 
disposiciones que puedan considerarse incompatibles con el texto 
constitucional  guatemalteco, puesto que tal tribunal internacional ha 
sido concebido, sobre la base del principio de complementariedad de 
las jurisdicciones internas, con la finalidad de sancionar a quienes 
quebranten la paz y seguridad de la humanidad, pilares sobre los 
cuales se ha erigido la comunidad internacional, de la cual el Estado 
de Guatemala es parte activa”.88 

 
4.7  Casos de relevancia en relación a la Ley 

 

En cuanto a los casos que se han conocido en tribunales de Guatemala 

se puede hacer mención de algunos que han surgido por los conflictos 

pasados y tienen incidencia en la actualidad. 

 

Se regula la extinción de la responsabilidad penal en cuanto a la 

amnistía conocida mediante los expedientes No. 1143-2012 y 1173-2012 

que es sentencia de Casación del 08/08/2012  

 
 

"…Cámara Penal estima que debe resolverse desde dos 
perspectivas: a) la inaplicabilidad de las disposiciones de amnistía en 
el presente CENTRO NACIONAL DE ANÁLISIS Y 
DOCUMENTACIÓN JUDICIAL MATERIA PENAL 2012 547 caso, y b) 
la falta de idoneidad de las disposiciones de amnistía para resolver 
casos como el presente. (…) Cámara Penal recuerda (…) la sentencia 
de excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas emitida por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos el veinticuatro de 
noviembre de dos mil nueve, en el caso de la Masacre de Las Dos 
Erres, versus el Estado de Guatemala. Dicha sentencia deviene 
obligatoria en el presente caso dados los imperativos expresos 
contenidos (…) la Corte reitera su jurisprudencia constante sobre la 
incompatibilidad de figuras como la prescripción y la amnistía en los 

                        
88 Sentencias de la Corte de Constitucionalidad expediente No. 171-2002. Consulta de 

Jurisprudencia Constitucional. http://www.cc.gob.gt/sjc. (20 Agosto 2016) 
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casos de graves violaciones a los derechos humanos, que de manera 
clara ha establecido que: El Estado debe garantizar que los procesos 
internos tendientes a investigar y [eventualmente] sancionar a los 
responsables de los hechos de este caso surtan sus debidos efectos 
y, en particular, de abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía, 
la prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad 
(…). En cuanto al tema litigioso contenido en la literal b), no obstante 
que la aplicación per se de leyes de amnistía resulta improcedente en 
el presente caso, Cámara Penal entra a analizar si la inaplicación del 
Decreto-Ley 8-86 o (…) del Decreto 145-96 del Congreso de la 
República, Ley de Reconciliación Nacional colisiona con el artículo 44 
Constitucional invocado (…). Tomando en cuenta los hechos 
acreditados en su relación con la normativa Constitucional citada 
como vulnerada, así como el contenido del Decreto 145-96, esta 
Cámara estima que, el mismo no podría ser aplicado al presente 
caso, porque su artículo 2 extinguió totalmente la responsabilidad 
penal únicamente por los "delitos políticos" cometidos durante el 
enfrentamiento armado interno hasta la fecha de entrada en vigencia 
de la mencionada ley, y comprendió a "… los autores, cómplices y 
encubridores de los delitos contra la seguridad del Estado, contra el 
orden institucional y contra la administración pública (…). Además, los 
artículos 3 y 4 del mismo Decreto Legislativo definieron 
respectivamente que, como delitos conexos debían entenderse a los 
que se relacionaran con los precitados delitos políticos y que los 
delitos comunes conexos con los delitos políticos sobre los que se 
declaraba amnistía (…) en el presente caso, los delitos por los cuales 
se ha enjuiciado al encartado se encuentran comprendidos en los 
artículos 132, 248 y 378 del Código Penal. (…). En tal virtud puede 
concluirse que, también desde los textos de los citados cuerpos 
normativos se desprende la improcedencia de citárseles como 
fundamento de algún beneficio para el acusado (…) esta Cámara 
estima útil establecer los criterios mínimos que permitirían considerar 
a un delito como político: siguiendo la doctrina, el Estado valora al 
mismo como el mayor mal del ciudadano contra el Estado, y la 
agresión no es el daño efectivo ni el menoscabo, sino la estimación 
subjetiva por parte del Estado...” 

 
 

También se regula dentro del ordenamiento penal el delito contra los 

deberes de humanidad según expedientes No. 1758-2012 y 1779-2012 

Sentencia de Casación del 10/04/2013  

 
 
“…Conforme la plataforma fáctica del proceso, se encuentra que 

el hecho acreditado presenta una serie de características que al ser 
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puntualizadas destacan en lo siguiente: el mismo fue cometido 
durante la época del conflicto armado interno ocurrido en Guatemala, 
el dieciocho de julio de mil novecientos ochenta y dos en el Caserio 
Plan de Sánchez, aldea Raxjut, municipio de Rabinal, departamento 
de Baja Verapaz, por elementos del Ejército de Guatemala, 
Comisionados Militares y patrulleros de autodefensa civil, entre los 
que participaron los procesados, dando cumplimiento a la estrategia 
definida en el Plan de Campaña Victoria Ochenta y Dos, el que tuvo 
como consecuencia una serie de operaciones militares. Para este 
agravio, Cámara Penal encuentra necesario recordar nuevamente la 
sentencia de excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas 
emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 
veinticuatro de noviembre de dos mil nueve, en el caso de la Masacre 
de Las Dos Erres versus el Estado de Guatemala (…) En ese sentido, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos ya ha señalado que 
[…] son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones 
de prescripción y el establecimiento de excluyentes de 
responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de 
los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos 
tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o 
arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por 
contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos”. […] ninguna ley ni 
disposición de derecho interno puede impedir a un Estado cumplir con 
la obligación de investigar y sancionar a los responsables de 
violaciones de derechos humanos […]. En particular, al tratarse de 
graves violaciones de derechos humanos el Estado no podrá 
argumentar prescripción o cualquier excluyente similar de 
responsabilidad, para excusarse de su deber…”. De lo anterior se 
concluye que, resulta improcedente el agravio sobre la prescripción 
de la persecución penal alegado por los casacionistas, pues ha sido 
claro que, por tratarse el presente de un caso que ha involucrado 
violaciones a derechos humanos y que también infringen el derecho 
internacional humanitario, cae dentro del supuesto previsto en el 
artículo 378 del Código Penal, que regula los delitos contra los 
deberes de la humanidad, por lo que prevalece la obligación del de 
Guatemala de juzgar estos actos, ya que paralelo a la jurisprudencia 
internacional citada, y dada la naturaleza del caso, conforme los 
Acuerdos de Ginebra, cuando se trata de casos en los que se juzgan 
graves violaciones a los derechos humanos, los Estados no pueden 
invocar el derecho interno con el objeto de evadir la responsabilidad 
de juzgar hechos de esta naturaleza, por ser perseguibles nacional e 
internacionalmente…” 
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En los casos concretos establecidos, se puede apreciar al 

estudiarlos que no se aplica la Ley de Reconciliación Nacional en 

delitos comunes como es su finalidad, pero la misma se aplica 

únicamente en delitos políticos o delitos comunes conexos.  

 

Los delitos políticos instaurados en los artículos 2, 3 y 4 de la Ley 

mencionada aplica el Estatuto de Roma de la Corte Penal 

Internacional, por el hecho de que Guatemala es parte y suscriptora 

de dicho tratado internacional y en consonancia al artículo 46 de la 

Constitución Política de la República de Guatemala, los tratados en 

relación a derechos humanos tienen preeminencia sobre el derecho 

interno. 
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CAPÍTULO 5 
ANÁLISIS DE RESULTADOS DE LAS ENCUESTAS REALIZADAS 

A PERSONAS CONOCEDORAS DEL TEMA 
 

 
 

Es preciso señalar que la información que se obtuvo fue a través de un 

instrumento único de campo, que recogió los aspectos requeridos  para la 

elaboración y presentación final de los resultados, con el objeto de constatar el 

conocimiento sobre la Ley De Reconciliación Nacional, mismo que a 

continuación se presentan: 

 

Se visitó a varias instituciones y a personas conocedoras del derecho para 

ampliar los conocimientos respecto al tema del conflicto armado que enluto por 

varios años a Guatemala, así mimo sobre los alcances que ha tenido La Ley De 

Reconciliación Nacional con respecto a la aplicabilidad en el caso del General 

Ríos Montt. 

 

Se evalúa el conocimiento de la información que proporcionan en este caso 

las instituciones, profesionales del derecho y el tipo de asesoramiento que se 

recibe respecto al problema, con lo que se recopilaron aspectos para la 

elaboración y resultados finales, que a continuación se detalla: 
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5.1  Gráficas y análisis de resultados 

 

Gráfica 1 
¿Conoce  la Ley de Reconciliación Nacional? 

 
 
 

 

Fuente: Elaboración propia año 2 016. 

 

 

Las personas encuestadas respondieron en un cincuenta y tres por 

ciento  que si conocen y lo relacionan, notablemente con el enfrentamiento en el 

conflicto armado interno, entre el ejército y la guerrilla; un treinta y tres por ciento 

de la población desconocen cuál es el contenido de la Ley de Reconciliación 

Nacional por la poca divulgación de la misma; un diez por ciento de la población 

manifestaron que han escuchado hablar sobre la misma pero no tienen claro el 

contenido de su regulación por el poco estudio que se ha realizado sobre esta 

ley; mientras que el cuatro por ciento  se abstuvo de contestar por desconocer 

su aplicación en la actualidad ya que es una ley vigente no positiva, según los 

encuestados.  
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Gráfica 2 
Según su opinión, ¿se ha cumplido con la Ley de Reconciliación 

Nacional? 
 
 
 
 
 

 

Fuente: Elaboración propia año 2 016. 

 

 

Según la personas que han sido encuestadas: del cien por ciento; un 

cincuenta y tres por ciento estima que actualmente no se ha cumplido con lo que 

se encuentra regulado en la Ley de Reconciliación Nacional ya que la ley fue 

creada para favorecer a sectores y el beneficio no es recibido por la población 

que fue vulnerada y no ha sido aplicada positivamente; un cuarenta y dos por 

ciento indica que la ley ha sido aplicada, ya que específicamente en Cobán, Alta 

Verapaz se ha podido ver que han encontrado osamentas  referentes al conflicto 

armado, ayudando con esto al esclarecimiento de la verdad; mientras que el 

cinco por ciento de la población se abstuvo de responder. 
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Gráfica 3 
¿Considera que el Estado ha realizado acciones para promover 

una real Reconciliación Nacional en Guatemala? 
 
 
 
 
 

 

Fuente: Elaboración propia año 2 016. 

 

 

Del cien por ciento de los encuestados un ochenta por ciento estima que 

el Estado no ha realizado ninguna acción que pueda calificarse como digna de 

promover una reconciliación entre las personas involucradas en el 

enfrentamiento armado interno ocurrido en años pasados, ya que se requiere de 

un tratamiento equitativo e integral lo cual no ha ocurrido hasta el momento en 

ningún gobierno; mientras que un veinte por ciento de la población indica que si 

se han realizado acciones tendientes al resarcimiento de las víctimas en cuanto 

a la creación de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico y  a la búsqueda 

de la verdad realizando investigaciones referentes a las personas desaparecidas 

durante el conflicto armado.  
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Gráfica 4 
¿Considera que ha sido positiva la política del Estado, al otorgar 
un resarcimiento económico a las víctimas del conflicto armado 

interno? 
 
 
 

 

Fuente: Elaboración propia año 2 016. 

 

 

Del cien por ciento de los encuestados; un cuarenta y dos por ciento 

opina que no es positiva esta política y no la comparten, ya que no se encuentra 

regulado el resarcimiento económico para amparar a las víctimas del conflicto 

interno y consideran que todos fueron víctimas de dicho conflicto y no solo un 

grupo; el treinta y dos por ciento de la población expone que sí, es bueno el 

apoyo económico con que se les favorece, pero el mismo debiera de ser con un 

mayor control para que el dinero llegue a las personas verdaderamente 

afectadas; por otro lado el veintiún por ciento opinó que desde ningún punto de 

vista el dinero sustituye la pérdida de un familiar percibiéndolo desde el punto de 

vista tanto el daño moral, psicológico e integral; mientras que el otro cinco por 

ciento se abstuvo de contestar. 
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Gráfica 5 
¿Cree usted que los Acuerdos de Paz en Guatemala, tienen 

alguna injerencia en la Ley de Reconciliación Nacional? 
 
 
 
 

 

Fuente: Elaboración propia año 2 016. 

 

 

Del cien por ciento de personas encuestadas en su gran mayoría que es 

un sesenta por ciento opina que sí existe injerencia, ya que esta ley nace para 

crearse formas de conciliación entre los pueblos y va encaminada a una misma 

dirección con los Acuerdos de Paz suscritos; un  diecisiete por ciento estima que 

no existe injerencia de la Ley de Reconciliación Nacional  con los Acuerdos de 

Paz por ser de naturaleza distinta y que estos últimos se firmaron para que 

hubiera paz en Guatemala, ya que también establecen que debían firmarse 

porque eran compromisos ya adquiridos; un dieciséis por ciento expone que 

desconoce el contenido de ambas normas por lo cual no sabe si tienen similitud 

o injerencia; mientras que un siete por cierto se abstuvo a contestar. 
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Gráfica 6  
¿Considera que hubo Genocidio en Guatemala? 

 
 

 

 

 

Fuente: Elaboración propia año 2 016. 

 

 

Del cien por ciento de encuestados un cuarenta y ocho por ciento opina 

que no hubo genocidio en Guatemala debido a que no hubo exterminio de etnia 

en particular o intención de afectar a grupo especificó,  ya que fallecieron 

indígenas y ladinos, ocurrió por diferentes criterios políticos y económicos que 

pretendían gobernar y no llena los elementos necesarios para tipificarlo como 

tal; un cuarenta y siete por ciento de la población por el contrario expone que sí 

hubo genocidio ya que se intentó eliminar a poblaciones que se encontraban 

asentadas en determinadas áreas geográficas lo cual contrajo el arrasamiento y 

desplazamiento de pueblos y comunidades enteras, un ejemplo claro fue el caso 

de las dos erres; el otro cinco por ciento no emite opinión por no saber. 
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Gráfica 7 
¿Se ha procesado a los autores materiales o intelectuales que 
tuvieron participación en las masacres sucedidas en el pasado 

en Guatemala? 
 

 

 

 Fuente: Elaboración propia año 2 016. 

 

 

Del cien por ciento de encuestados un cincuenta por ciento opina que no 

se ha realizado investigaciones que lleguen a la captura de los responsables de 

las diferentes masacres ocurridas en Guatemala, ya que dichas masacres fueron 

realizadas tanto por la guerrilla como el ejército y por lo cual se debe condenar a 

los involucrados en dichos hechos que enlutaron a varias familias; un veintiocho 

por ciento indica que sí han sido procesados ya que en tiempos recientes han 

sido iniciados procesos para personas de bajo rango, como lo son los militares y 

comisionados, un claro ejemplo son los militares que ya fueron condenados por 

cincuenta y tres años en el caso de las dos erres; el otro veintidós por ciento de 

los encuestados se encuentran al margen por desconocer quienes son los 

implicados en este caso y se desconoce la existencia de los mismos. 

50%

28%

22%

No Si Otras Respuestas



119 
 

 

 

 

Gráfica 8 
¿Es aplicable la Ley de Reconciliación Nacional en el proceso 

encausado en contra de Efraín Ríos Montt? 
 

 

 

Fuente: Elaboración propia año 2 016. 

 

 

Del cien por ciento de los encuestados un treinta y siete por ciento opina 

que a Efraín Ríos Montt si le es aplicable la Ley pero corresponde al Ministerio 

Público determinar cómo ocurrieron los hechos para basarse en el parámetro de 

culpabilidad tanto a él como a los demás implicados; un veintiséis por ciento 

opina que debiera de juzgársele de acuerdo a los delitos cometidos; un veintiuno 

por ciento de la población estima que no le es aplicable ya que durante el 

periodo de su gobierno fue el más cruel, ya que ejerció operaciones de tierra 

arrasada, por tal razón la ley solo da amnistía por casos políticos y no de 

genocidio; mientras el dieciséis por ciento se abstuvo a responder.  
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Gráfica 9 
Si usted fuera víctima del conflicto armado, ¿se reconciliaría 

con él o los victimarios? 
 
 
 

 

Fuente: Elaboración propia año 2 016. 

 

 

Del cien por ciento de encuestados; un noventa por ciento opinó que si 

fuera víctima del conflicto armado no se reconciliaría, ya que en este caso 

influyen varias situaciones que dañan en todos los sentidos, ya que se 

desintegran las familias , asimismo para llegar a una plena reconciliación 

influyen las condiciones sociales, religiosas y morales tanto individuales como 

familiares; un diez por ciento opina que si reconciliaría ya que fueron hechos que 

marcaron a todo un país pero que al reconciliar estaría  en paz y armonía con el 

entorno, reconciliar seria el camino más viable para dejar atrás estos 

acontecimientos ocurridos que no han sido saneados. 

 
 

 
 
 

90%

10%

No Si



121 
 

 

 

 

Gráfica 10 
¿Tiene conocimiento de algún caso ventilado en los tribunales 
de Sentencia de Cobán, A.V. en materia de Conflicto Armado? 

 
 
 
 

 

Fuente: Elaboración propia año 2 016. 

 

 

Del cien por ciento de los encuestados; un setenta y cuatro por ciento 

opina que no tiene conocimiento de algún caso en particular que se haya 

ventilado en Tribunales de Alta Verapaz; un dieciséis por ciento establece que si 

tienen conocimiento de algún caso ya que se iniciaron las audiencias en contra 

de veinticinco militares por el caso Xamán en el Tribunal de Sentencia de 

Cobán, en el juicio intervinieron setenta y un testigos y treinta y dos peritos en 

109 audiencias, hubieron sentencias y apelaciones, cumpliendo la sentencia en 

diferentes centros carcelarios del país. El resto de militares se encuentra prófugo 

desde 1999. Asimismo otros procesos han sido remitidos a Tribunales 

Especiales en la Ciudad de Guatemala; un cinco por ciento indica que 

desconoce si ha habido casos en relación al conflicto armado;  y el otro cinco por 

ciento se abstuvo de contestar.   
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CONCLUSIONES 

 

1. La Ley de Reconciliación Nacional fue creada por el Congreso de la República 

de Guatemala, con el objeto de armonizar las relaciones sociales en paz entre 

los que intervinieron en el Conflicto Armando Interno en Guatemala como 

sujetos activos y la población en general quienes soportaron las consecuencias 

del mismo, como sujetos pasivos. 

 

2. La Ley de Reconciliación Nacional únicamente extingue la responsabilidad penal 

a los autores, cómplices e encubridores, es decir, a los dignatarios, funcionarios 

o autoridades del Estado, así como a miembros de la Unidad Revolucionaria 

Nacional Guatemalteca –URNG-, de delitos contra la seguridad del Estado, así 

como aquellos delitos comunes que sean conexos con los políticos, regulados 

en el Código Penal, teniendo como única excepción el delito de genocidio. 

 
 

3. El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, es un tratado suscrito por 

el Estado de Guatemala, siendo vinculante que no contraviene las disposiciones 

constitucionales, por lo cual pueden ser juzgadas las personas legalmente por 

los delitos cometidos durante el conflicto armado interno y que hayan cometido 

delitos de genocidio y crímenes de lesa humanidad. 

 

4. Existe un desconocimiento total por parte de los ciudadanos y profesionales del 

derecho, en relación a los delitos cometidos durante el Conflicto Armado Interno 

en Guatemala, así como de las normativas referidas a la Ley de Reconciliación 

Nacional y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.  
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RECOMENDACIONES 

 

1. El Programa Nacional de Resarcimiento, siendo una institución del Estado que 

fortalece el proceso de paz,  no solo debe orientarse a enmendar las 

consecuencias que soportaron las víctimas del Conflicto Armado Interno desde 

el punto de vista económico, sino, conforme a la Ley de Reconciliación Nacional 

y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional debe exigir que se 

juzguen los delitos cometidos, con el único fin de que no quede impune esas 

acciones delictivas. 

 

2. El Programa Nacional de Resarcimiento debe exigir en especial que se juzguen 

aquellos hechos delictuosos que puedan ser tipificados como genocidio, 

crímenes de lesa humanidad, no solo persiguiendo únicamente a militares, sino 

también a aquellas personas que conformaron grupos guerrilleros, así como los 

ex patrulleros de autodefensa civil. 

 
3. Los órganos jurisdiccionales deben aplicar el Estatuto de Roma de la Corte 

Penal Internacional como cuerpo legal internacional protector de los derechos 

humanos y que es vinculante con normas constitucionales en aras de un 

esclarecimiento histórico de la verdad y la obtención de una Reconciliación 

Nacional y Paz Social. 

 

4. Divulgar los hechos ocurridos durante el Conflicto Armado Interno en Guatemala 

en consonancia con los Acuerdos de Paz, Firme y Duradera, la Ley de 

Reconciliación Nacional así como el Estatuto de Roma de la Corte Penal 

Internacional como acceso a la información y comprensión de lo ocurrido en una 

época oscura de la historia guatemalteca. 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 



  

Universidad de San Carlos de Guatemala 
Centro Universitario del Norte –CUNOR- 

Trabajo de campo  
Tesis: Análisis jurídico de la Ley de Reconciliación Nacional 

 
 
1. ¿Conoce  la Ley de Reconciliación Nacional? 

 

 

2. Según su opinión, ¿Se ha cumplido con la Ley de Reconciliación Nacional? 

 

 

 

3. ¿Considera que el Estado ha realizado acciones para promover una real Reconciliación 

Nacional en Guatemala? 

 

 

 

4. ¿Considera que ha sido positiva la política del Estado, al otorgar un resarcimiento económico a 

las víctimas del conflicto armado interno? 

 

 

 

5. ¿Cree usted que los Acuerdos de Paz en Guatemala, tienen alguna injerencia en la Ley de 

Reconciliación Nacional? 

 

 

 



6. ¿Considera que hubo genocidio en Guatemala? 

 

 

 

 

7. ¿Se ha procesado a los autores materiales o intelectuales que tuvieron participación en las 

masacres sucedidas en el pasado en Guatemala? 

 

 

 

8. ¿Es aplicable la Ley de Reconciliación Nacional en el proceso encausado en contra de Efraín 

Ríos Montt?  

 

 

 

 

9. Si usted fuera víctima del conflicto armado, ¿se reconciliaría con él o los victimarios? 

 

 

 

 

10. ¿Tiene conocimiento de algún caso ventilado en los Tribunales de Sentencia de Cobán, A.V. en 

materia de Conflicto Armado? 
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